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CAPÍTULO III 

CONTENIDO Y EXTINCIÓN DEL ARRENDAMIENTO 
DE AUTOMÓVILES 

A) EFECTOS ENTRE LAS PARTES 

1. OBLIGACIONES DEL ARRENDADOR 

a) Entrega del automóvil 

97. La obligación de entregar la cosa es esencial en el arrendamiento 
y resulta explícitamente sancionada por la Ley (C. c , art. 1.554-1.°) (416). 
Se configura como una obligación de dar (417). 

El precepto aludido da por sentado lo que se ha de entender por 
entrega de la cosa y no la describe. Hay que atenerse al concepto que 
da el art. 1.462 del C. c. en su primer párrafo, referente a la compraventa, 
y aplicable por analogía al arrendamiento. «Se entenderá entregada la 

(416) La doctrina italiana, basándose en el art. 1.587 del C. c. de 1942, discute 
si es también obligación del arrendatario recibir la cosa; en contra, Guarino, Lo-
cazione, pág. 53, n.° 15. 

(417) Sobre este tema, Chironi, «L'obligazione di daré», en Scritti e questioni 
di diritto civite, vol. II, págs. 295 a 303. 
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cosa vendida cuando se ponga en poder y posesión del comprador». Esta 
tradición de la cosa o transferencia posesoria constituye el contenido 
de la obligación de entrega; es lo que distingue el arrendamiento de au­
tomóviles de otros contratos, como el transporte, en los que se aprove­
cha el vehículo sin transferir su posesión (418). 

En el arrendamiento de vehículos sin conductor ha de completarse 
la entrega de la máquina al arrendatario con la entrega de las llaves de 
acceso y de encendido eléctrico para la puesta en funcionamiento. Esta 
forma de traditio recuerda a la descrita para los bienes muebles en el 
art. 1.463 del C e , pero reviste una forma que el legislador no pudo 
prever. 

Cuando se trate de arrendamiento con conductor, no será precisa 
la entrega de llaves al arrendatario: la tradición se manifestará sim­
plemente por la puesta del conductor con el automóvil a las órdenes del 
cliente. 

El objeto del contrato que se debe entregar es la cosa que se hubiere 
pactado. Si se ha determinado exactamente el automóvil, con indica­
ción de la marca, modelo y matrícula, como se hace normalmente, será 
éste el que se ha de entregar. Cuando sólo se haya determinado el ob­
jeto por sus características, el arrendador cumplirá simplemente con 
entregar un vehículo de esa clase. 

El arrendador no puede eximirse en ningún caso de la obligación de 
entregar la cosa, ni aun ofreciendo la indemnización de daños y perjui­
cios, que podrá ser acumulativa con la exigencia de la entrega o sustitu­
toria cuando ésta no sea posible. 

98. La entrega del automóvil puede hacerse por el mismo arrenda­
dor o por otra persona que actúa bajo sus órdenes. En la práctica, será 
normal que la haga un empleado del arrendador o el encargado del ga­
raje donde éste guarde los vehículos, previa presentación de una orden 
escrita del arrendador. Pero como obligación personal del arrendador 
no puede ser exigida por el arrendatario a terceros poseedores que no 
se hallen bajo las órdenes o actúen en nombre del arrendador (419). 

99. No dice el Código civil que la cosa arrendada haya de entre­
garse en buen estado, aunque se desprende de la obligación de garantía 
por vicios, de la que se tratará en el apartado correspondiente (420), 
resulta también de la naturaleza del contrato: si lo que se cede es el 
goce de la cosa arrendada, no se podrá gozar de ella si no se encuentra 

(418) Naturalmente, es una tradición sin ánimo de transferir el dominio, pues­
to que el arrendamiento no es título apto para ello. 

(419) Abello, Della locazione, t. I, págs. 322 y 323, n." 57 b. 
(420) Véase §§ 122 a 124. 
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en estado de servir al fin a que se destina. El vehículo ha de estar no 
sólo en perfecto estado de funcionamiento, sino con toda su documen­
tación en regla (421). Sin duda, en un apara to tan complejo como el auto­
móvil es difícil asegurar su buen estado a cualquier arrendatar io pero 
esta obligación del a r rendador es insoslayable, máxime cuando se t ra te 
de un ar rendador profesional que debe conocer el estado de los vehícu­
los que arr ienda (422). El a r rendador deberá, pues, hacer antes de la 
entrega las reparaciones, limpiezas y puesta a punto necesarias en el 
vehículo (423). 

No se exime el a r rendador de su deber de entregar el vehículo en 
buen estado por el hecho de que el cliente firme un formulario en que 
así se admita. Esta afirmación, que es cláusula de estilo para todas las 
empresas, puede suponer una verdadera cláusula de irresponsabil idad 
contenida en un contrato de adhesión (424). 

Tampoco hay que creer que cese la obligación del a r rendador por las 
revisiones obligatorias que el vehículo haya sufrido por par te de la 
Delegación de Industr ia o de la Jefatura de Tráfico (425); es evidente 
que los defectos han podido pasar inadvertidos al funcionario corres­
pondiente, pueden haberse producido con posterioridad. Es por ello 
una elemental medida de prudencia por par te del a r rendador hacer una 
revisión del vehículo después de cada salida, y en especial de aquellas 
partes del mismo que más pueden influir en la producción de acciden-

(421) Culioli, La location d'automobiles, pág. 148, n.° 9. Dicta reglas sobre este 
punto la O. M. de 4 de noviembre de 1964, arts. 6, 7, 10, 11, 12, 13. 

(422) Véase Chironi, La culpa en el Derecho civil moderno (Culpa contrac­
tual), trad. esp.. págs. 70 y ss.; Cogliolo, «La teoría della colpa», en Scritti vari 
di Diritto privato, vol. II, págs. 125 a 148, especialmente págs. 136 y 137 («La colpa 
dei profesionisti»); Sertorio, La «culpa in concreto» nel Diritto romano e nel 
Diritto odierno; Constantinesco, Inexecution et faute contractuelle en Droit com-
parée; Segur, La notion de faute contractuelle en Droit civil frangais (tesis), pá­
gina 172; Dejean de la Batie, Appréciation in abstracto et appreciation in con­
creto en Droit civil frangais, págs. 163 a 167, n.°' 196 a 198; Leone, «La negligenz" 
nella colpa extracontrattuale e contrattuale», Riv. Dir. Civ., t. VII, 1915, págs. 84 
a 103; Rodiére, «Une notion menacée: la faute ordinaire dans les cóntrats», Rev. 
Trim. Dr. Civ., 1954, págs. 201 a 227. 

(423) Guillouard, De louage, t. I, pág. 108, n.° 93, y pág. 115, n.° 101; Baudry, 
De louage, t. I, págs. 145, n.° 272, y 317, n.° 169; Pacifici-Mazzoni, Delle locazio-
ni, pág. 142, n." 77, y 144, n." 79; Abello, ob. cit., t. 1, págs. 332 y ss., n.° 59. 

(424) Véase §§ 48 y 49. 
(425) La O. M. de 4 de noviembre de 1964, art. 10, tanto respecto de los auto-

taxis como de los vehículos de alquiler con y sin conductor, establece, indepen­
dientemente del examen y reconocimiento de los vehículos por las Jefaturas de 
Tráfico y Delegaciones de Industria, unas revisiones anuales por los ajointamien-
tos para comprobar el estado de conservación, presentación y limpieza, así como 
la documentación, y faculta a las alcaldías para ordenar, además, revisiones ex­
traordinarias. El Decreto de 5 de octubre de 1967, modificado por el de 27 de ju­
nio de 1968, establece las normas para el reconocimiento periódico por parte de 
las Delegaciones de Industria de los vehículos de alquiler con y sin conductor. 
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tes (espejo retrovisor, a lumbrado, señales ópticas y acústicas, sistema 
eléctrico, frenos, dirección, etc.). 

El automóvil ha de ser entregado con sus llaves y documentación, 
así como con sus accesorios. Dispone el art . 1.097 del C e . que «La obli­
gación de dar cosa determinada comprende la de entregar todos sus 
accesorios, aunque no hayan sido mencionados» (426). Encierra graves 
dificultades precisar el concepto de accesorios en el Derecho espa­
ñol (427); parece que la interpretación más fundada aproxima este con­
cepto al de par tes integrantes. En el caso del automóvil se consideran 
accesorios una serie de aparatos que contribuyen a su buen funciona­
miento, y que, incluso, deben ser llevados obligatoriamente por dispo-
ponerlo la normativa reglamentaria (428). A causa de la imprecisión de 
dichas normas no es fácil determinarlos exactamente, pero hay que en­
tender que el arrendador , obrando de buena fe, debe entregar todos los 
accesorios que normalmente acompañan a los vehículos y que permiten 
el goce pacífico de la cosa arrendada; naturalmente , estos accesorios 
serán variables según la marca y modelo (429). 

En los formularios se suele insertar una cláusula mediante la cual 
el a r rendatar io reconoce que recibe el automóvil conjuntamente con la 
documentación necesaria y las herramientas , neumáticos y accesorios 
adecuados. Esta fórmula muest ra el convencimiento de que el vehículo 
debe a r rendarse con sus accesorios, pero, como todas estas cláusulas, 
sólo tendrá valor cuando concuerde con la realidad y no constituya una 
injustificada exoneración de responsabilidad, o un abuso por par te de 
la empresa. 

100. Reviste cierto interés, por las especiales características del au­
tomóvil, la cuestión referente al lugar en que debe hacerse la entrega. 
Si no se ha designado éste por las par tes , resulta inadecuado aplicar a 
este caso la regla segunda del art . 1.171 del C e , que impone hacer el 
pago en el lugar en que la cosa existía en el momento de consti tuirse la 
obligación, ya que en tal ocasión podía hallarse el automóvil circulando. 
Normalmente , la entrega se ha rá en el garaje del ar rendador , cuando 
el alquiler sea sin conductor; cuando sea con conductor, se acos tumbra 

(426) Guillouard, ob. cit., t. 1, pág. 104, n.° 88; Baudry, ob. cit., t. 1, n.° 286, pá­
gina 152; Planiol Ripert, Traite..., t. 10, pág. 640, n.° 500; Pacifici-Mazzoni, ob. cit., 
página 137, n.° 74, y pág. 142, n." 76; Abello, ob. cit., t. 1, págs. 327 y ss., n.° 58; 
Guarino, ob. cit., pág. 53, n.° 15; Erman, Handkommentar zum B. G. B., págs. 43 
y 44, sobre el parágrafo 314, y págs. 56 y 57, sobre el parágrafo 97. 

(427) Véase § 9. 
(428) Sobre órganos del automóvil, partes integrantes y accesorios, véase C. de 

la Circ, arts. 216 y ss. y 238 (redactados por Decreto de Í3 de agosto de 1971). 
(429) Culioli, La location d'automobiles, págs. 147 y 148, n.° 9. 
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a entregarlo en el domicilio del a r rendador o en el lugar que éste de­
signe. Estos usos actuarán salvo pacto en contrario (430). 

101. El tema referente al t iempo en que debe hacerse la entrega del 
vehículo ar rendado no presenta gran complejidad. Siendo esencial en este 
contra to la determinación temporal de la obligación, debe pactarse el 
t iempo en que ha de comenzar la cesión del goce; la imposibilidad ab­
soluta de precisarlo en t rañará la nulidad del contra to (431). Pero es 
válido el alquiler que no fija la fecha de la entrega, cuando, por la cos­
tumbre o por o t ra vía, se puede conocer con certeza la voluntad tácita 
de las par tes (432). 

102. Respecto a los gastos que ocasione la entrega, habrá de es­
tarse a lo pactado; en defecto de pacto, y siendo la entrega una obliga­
ción del arrendador , corresponderán a éste (433). Normalmente no exis­
t irán gastos o serán de pequeña entidad; sólo en casos excepcionales 
tendrán importancia económica los gastos de entrega, y entonces lo 
normal será que las par tes lo hayan previsto y pactado. 

103. La obligación de entregar el vehículo lleva consigo la de con­
servarlo hasta el momento de la entrega, «con la diligencia propia de 
un buen padre de familia» (C. c , art . 1.094). Si, como normalmente su­
cede, se ha contra tado sobre un vehículo totalmente determinado, la 
pérdida del mismo, sin culpa del a r rendador y antes de haberse consti­
tuido en mora , extingue la obligación ( C e , ar t . 1.182, «periculum con-
ductoris»); en cambio, cuando sólo se haya determinado la marca y mo­
delo, si éste se puede hallar en el mercado, no se eximirá el a r rendador 
de su obligación por la pérdida o destrucción no culpable del vehículo, 
puesto que el género no perece («periculum locatoris»). 

104. Como toda obligación de dar, la entrega del vehículo se mate­
rializa en un acto de voluntad del deudor obligado a hacerla. El incum­
plimiento de esta obligación forma par te de la patología del arrenda­
miento, que no por anormal se ha de dejar de tener en cuenta. En el 
caso en que la entrega no se produzca, concede la ley al ar rendatar io 
acreedor una doble posibilidad: la indemnización de daños y perjui­
cios ( C e , art . 1.101) y la ejecución específica ( C e , ar t . 1.096). La in­
demnización de daños y perjuicios del art . 1.101 del C e . puede ser sus-

(430) Esta excepción al régimen general procede de Pothier (Du loauge, n.° 57; 
Oeuvres, t. 3, págs. 255 y 256); le siguen Baudry, ob. cit., t. 1, pág. 159, n." 304; 
Planiol-Ripert, ob. cit., t. 10, pág. 1.021, n.° 727; Beraud, Contrat relatifs á l'auto-
mobile, pág. 77, n.° 76; Culioli, ob. cit., pág. 148, n.° 9. 

(431) Baudry, ob. cit., t. 1, n.° 298, pág. 157. 
(432) Guillouard, ob. cit., t. 1, n.° 92, pág. 107; Abello, ob. cit., t. 1, pág. 343. 
(433) Guillouard, ob. cit., t. 1, pág. 106, n.° 90; Baudry, ob. cit., t. 1, pág. 160, 

número 307; Abello, ob. cit., t. 1, pág. 342. 
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tituiva o acumulativa; en el alquiler de automóviles será normalmente 
acumulativa, porque en muchos casos será posible la ejecución especí­
fica: de acuerdo con el art . 1.094 del C. c , el ar rendatar io , «independien­
temente del derecho que le otorga el art . 1.101, puede compeler al deu­
dor a que realice la entrega», es decir, puede exigir «manu militari» el 
cumplimiento de la obligación, pidiendo al Juez que t rabe el vehículo 
para entregárselo, y si no se encuentra en el patr imonio del deudor, se 
adquiera a sus expensas (434). Además del cumplimiento forzoso podrá 
optar el a r rendatar io por la resolución del contra to con indemnización; 
Ello es consecuencia de la regla que dicta el art . 1.124 del C e . pa ra to­
das las obligaciones recíprocas y que se recoge especialmente pa ra el 
ar rendamiento en el art . 1.556 del mismo cuerpo legal (435). 

Una vez llegada la fecha convenida para la entrega del vehículo, pue­
de el a r rendador incurr i r en mora si el ar rendatar io la exige, judicial 
o extrajudicialmente, sin éxito, o, aun sin exigirla, cuando la obligación 
así lo determine, o de su naturaleza y circunstancias resulte que la de­
signación de la época en que había de entregarse la cosa fue motivo 
determinante para establecerla ( C e , art . 1.100). El a r rendador moroso, 
además de la posible indemnización del art . 1.101 del C e , responde 
de la custodia de la cosa, incluso por caso fortuito ( C e , art . 1.096), lo 
que no sucede en las situaciones normales. La misma sanción, como 
castigo a su actuación, sería aplicable al a r rendador que se hubiera com­
promet ido a entregar el vehículo a dos o más personas diversas ( C c . 
art . 1.096). 

b) Conservación del automóvil 

105. El n° 2° del art . 1.554 del C e . impone al a r rendador la obliga­
ción de hacer en la cosa a r rendada «durante el ar rendamiento, todas las 
reparaciones necesarias a fin de conservarla en estado de servir para el 
uso a que ha sido destinada» (436). El a r rendador debe facilitar al arren­
datario, mientras dure el alquiler, el aprovechamiento de la cosa, y éste 
se frustraría si no se conservara la misma en estado de servir al uso 

(434) Normalmente no le convendrá económicamente, pero es perfectamente 
posible tal demanda. 

(435) La distinción entre retraso en el cumplimiento (mora) e inejecución de­
finitiva es ardua; entre otros, puede verse Diez Picazo, «El retardo, mora, y re­
solución de los contratos sinalagmáticos», ADC, 1969, págs. 383 a 404, en especial 
las págs. 386 a 404; Cuendet, La faute contractuelle et ses effets, pág. 42, n.° 70. 

(436) Para Baudry (De louage, t. 1, pág. 171, n.° 322), el arrendador tiene, ade­
más de la obligación, el derecho de hacer las reparaciones aun sin la voluntad del 
arrendatario. 
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pactado (437). Se relaciona esta obligación con la de garantía, pues el 
arrendamiento, al efectuar reparaciones en la cosa arrendada, mantie­
ne al arrendatario en el goce pacífico de la misma (438). 

Mientras en el Derecho francés existen las llamadas reparaciones 
«locativas», pequeñas prestaciones de entretenimiento que han de ser 
realizadas por el arrendatario (439), el C. c , apartándose en este punto 
de su modelo, no las recoge (440); por ello hay que deducir, en principio, 
que corresponden al arrendador todas las reparaciones. Pero esta afir­
mación, concebida en términos tan generales, es contraria a las exigen­
cias del tráfico. Por ello, en el alquiler de automóviles, los usos comer­
ciales y las cláusulas del contrato suelen imponer al arrendatario los 
lavados y engrases del vehículo cuando el alquiler sin conductor es de 
cierta duración (normalmente más de veinte días). 

La anterior exigencia se completa con algunas pequeñas operaciones 
que el arrendatario debe cumplir, aunque no se hayan pactado, por su 
propia seguridad y por exigencias reglamentarias de circulación: así, 
limpiar los cristales, inflar los neumáticos, reponer el agua de la batería, 
cambiar lámparas o fusibles, etc. En el arrendamiento con conductor, 
siendo éste el guardián de la cosa, parece que le corresponderán tales 
operaciones, a costa del arrendador, salvo pacto en contrario. 

106. Respecto a las reparaciones por daños o deterioros derivados 
de accidente, es usual que corran a cargo de la compañía aseguradora 
del vehículo, pues normalmente se hace al arrendatario suscribir una 
póliza pagando una prima diaria. Pero es frecuente que el asegurador 
sólo responda de los desperfectos a partir de una determinada cantidad 
y hasta un tope máximo, salvo que se haya concertado el seguro a todo 
riesgo, mucho más caro; además, se suele establecer que los deterioros 
no derivados de accidente, quedarán a cargo del arrendatario, con un 
recargo (normalmente el cincuenta por ciento del alquiler) por cada 
día que el automóvil estuviese en reparación. 

De todo lo anterior se deduce que se hacen recaer sobre el arrenda­
tario todos los deterioros del vehículo que no sean satisfechos por el 

(437) Guillouard, De louage, t. 1, pág. 117, n.° 103; Baudry, ob. cit., t. 1, pá­
gina 170, n.°" 321, 321 bis y 321 ter. Respecto al arrendamiento de muebles, se­
ñalan el carácter limitado de esta obligación Eyraud (Vente et louage, pág. 53) 
y Abello (Della locazione, t. 2, pág. 677, n.° 246). El C e . italiano de 1942 atribuye 
al arrendatario de muebles los gastos de conservación y de mantenimiento ordi­
nario (art. 1.576, ap. 2). 

(438) Véase §§ 110 a 124. 
(439) Artículo 1.720, párrafo 2.°; lo comentan todos los autores franceses, y en 

particular, respecto al automóvil, Beraud (Contrats relatifs a l'automobile, pá­
gina 78, n.° 76) y Culioli (La location d'automobiles, págs. 151 y 152, n.° 10). 

(440) Ya en el Proyecto de 1851 habían desaparecido con carácter general; 
el C. c. las suprime incluso para los predios urbanos (art. 1.580). 
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seguro. Esta imposición es justa cuando la avería se deba a culpa del 
arrendatario; en cambio, cuando provenga de caso fortuito o vicio de 
la cosa, se convierte en un pacto agravatorio de la responsabilidad in­
serto en un contrato de adhesión que debe ser interpretado restrictiva­
mente y limitado por los tribunales cuando constituya un caso de ver­
dadero abuso. 

En cuanto al recargo por cada día que el vehículo permanezca en 
reparación, habrá que mantenerlo dentro de los límites que marca la 
buena fe; en efecto, el tiempo que dura una reparación es sumamente 
variable, no sólo en función de la magnitud del daño, sino de la dili­
gencia o pericia del mecánico y del tiempo de que disponga. Parece 
lógico, por ello, que la reparación deba hacerse en un taller aprobado 
por ambas partes, y en caso de surgir diferencias, habrá de ser la auto­
ridad judicial, o las partes sometiéndosea un arbitraje, quienes deter­
minarán el tiempo que razonablemente deben durar las reparaciones 
y su importe. De otra manera, cabe la posibilidad de que el arrendador, 
en connivencia con el mecánico, haga aparecer fraudulentamente la 
reparación como más larga o más costosa de lo que realmente es. 

Una vez más, hay que señalar que, en vista de tales cláusulas, es ne­
cesaria una intervención del poder público disciplinando las condicio­
nes generales del contrato para evitar que sea abiertamente leonino. 

En el arrendamiento con conductor parece que, siendo éste una per­
sona designada y aprobada por el arrendador, las reparaciones serán 
de cuenta del arrendador, salvo pacto en contrario. Efectivamente, cuan­
do sobrevenga una avería se deberá: a un vicio en la cosa del cual debe 
responder el arrendador, o a la actuación negligente del conductor, de 
quien el arrendador debe responder, pues lo ha colocado para cumplir 
tal servicio, o a caso fortuito, con lo que no será difícil al arrendatario 
probar que el daño se produjo sin culpa suya, condición requerida por 
el art. 1.563 para quedar exento de responsabilidad (441). 

107. Sanciona el C e . (art. 1.558) la obligación para el arrendatario 
de tolerar las reparaciones urgentes en la cosa arrendada que no pue­
dan diferirse hasta la conclusión del arriendo, aunque le sean muy mo­
lestas. Pero en el caso del vehículo arrendado, cualquier reparación 
supone la imposibilidad de su uso, pues debe quedar inmovilizado; por 
tanto, no será aplicable la reducción proporcional del precio del arrien­
do a proporción del tiempo y de la parte de la finca de que el arrenda-

(441) Con gran lucidez planteó la distinción Pothier (Du louage, n.° 107; Oeu-
vres, t. 3, pág. 280), siguiéndolo Abello (ob. cit., pág. 677); en contra, Planiol-
Ripert (Traite..., t. 10, pág. 1.022, n.° 728), porque consideran al alquiler con conduc­
tor como transporte. 



El arrendamiento de automóviles 403 

tario se vea privado cuando la reparación exceda de cuarenta días, como 
dispone la segunda parte del precepto citado. Es posible una reparación 
que afectando a parte de un inmueble permita su aprovechsimiento, 
pero en el automóvil esto no es posible; en cuanto a la reducción de la 
renta en proporción al tiempo que dure la reparación, sólo parece pen-
sable en arrendamientos de larga duración, lo que no es frecuente en el 
alquiler de automóviles, que normalmente se concierta por días, o a lo 
sumo para la temporada de vacaciones. Es claro que si el arrendatario 
se ve privado del vehículo por causa de una reparación, preferirá casi 
siempre resolver el contrato, lo que es posible aplicando analógica­
mente el último párrafo del citado art. 1.558 (442). 

108. Como obligación paralela a ésta del arrendador existe peira el 
arrendatario la de poner en conocimiento del dueño (hay que entender 
del arrendador) urgentemente la necesidad de todas las reparaciones 
comprendidas en el n° 2.° del art. 1.554 (C. c , art. 1.559, párrafo 2.°), 
siendo responsable de los daños y perjuicios que por su negligencia 
se ocasionen al propietario (C. c , art. 1.559, párrafo final). Suele expre­
sarse en los contratos de alquiler de automóviles una cláusula por la que 
el arrendatario se compromete a comunicar «inmediatamente» o en un 
plazo muy breve (de horas) todo accidente o daño sufrido por el vehículo. 

109. Si dado el oportuno aviso, el arrendador rehusare hacer las 
reparaciones que sean a su cargo, podrá el arrendatario optar, de acuer­
do con el art. 1.556 del C e , entre pedir que se le obligue a realizarlas 
o rescindir el contrato. Normalmente optará por lo segundo, pues le re­
sultará más cómodo contratar con otro arrendador; en uno u otro caso 
podrá pedir la indemnización de los daños y perjuicios irrogados. Si pre­
fiere el cumplimiento de la obligación del arrendador y éste no se aviene 
a cumplirla, el juez podrá mandar que se ejecute a su costa, pues se 
trata de una obligación de hacer ( C e , art. 1.098). 

En los casos en que no sea posible dar el aviso, o haya urgencia en 
reparar el vehículo, podrá el mismo arrendatario ordenar la reparación 
a cargo del arrendador, que deberá abonársela a la terminación del al­
quiler; el arrendatario podrá compensar su valor con el de las rentas 
debidas. 

c) Garantía del goce pacífico 

110. La tercera obligación que impone al arrendador de cosas el 
art. 1.554 del C c. es la de «mantener al arrendatario en el goce pacífico 

(442) «Si la obra es de tal naturaleza que hace inhabitable la parte que el 
arrendatario y su familia necesitan para su habitación, puede éste rescindir el 
contrato.» 
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del arrendamiento por todo el tiempo del contrato» (443). Esta obliga­
ción se extiende no sólo a la cosa, sino también a los accesorios que la 
acompañan y que deben entregarse juntamente con ella (444). 

No es fácil dar reglas para determinar qué se debe entender por 
goce pacífico. Cualquier perturbación, procedente del propio arrendador 
o de los terceros, puede impedir o dificultar el uso de la cosa, pero es 
evidente que ciertas molestias pueden ser irrelevantes teniendo en cuen­
ta el uso para el que se ha pactado la cosa y las circunstancias que rodean 
a las partes. En suma, el goce pacífico es un concepto que responde a 
una situación de hecho variable en cada caso, y cuya apreciación sólo 
podrá ser fijada por el juzgador. 

La doctrina, de acuerdo con los preceptos legales, suele desdoblar 
esta obligación de garantía en otras tres: por hecho propio, por hecho 
de un tercero y por vicios en la cosa. 

a') Garantía por hecho propio. 

111. El arrendador debe abstenerse de toda perturbación que im­
pida o disminuya el goce de la cosa arrendada (445). En el arrenda­
miento de automóviles no podrá, mientras el vehículo permanezca arren­
dado, realizar los actos de dominio que en otras circunstancias le serían 
permitidos. 

La única intervención que puede, y debe, el arrendador realizar en 
la cosa alquilada es la necesaria para efectuar las reparaciones a su 
cargo (446). Pero estas reparaciones han de ir dirigidas precisamente a 
la conservación de la cosa y no a su transformación. Por esto dispone 
el art. 1.557 del C. c. que «El arrendador no puede variar la forma de 
la cosa arrendada» (447). Se entiende aquí por forma las condiciones 
esenciales para la utilización del vehículo, tales como potencia, veloci­
dad, disposición o número de plazas, adecuación al transporte de per­
sonas o de mercancías, etc. 

Cuando el alquiler sea con un conductor, dado el carácter de emplea­
do del arrendador que éste tiene, también le alcanzará la misma prohi-

(443) Esta obligación se relaciona con la de realizar las reparaciones necesa­
rias, estudiada en el apartado anterior, hasta el punto de que en la doctrina ex­
tranjera hay autores que las estudian conjuntamente. 

(444) Véase § 99. 
(445) Guillouard, De louage, t. 1, pág. 136, n.° 127; Baudry, De louage, t. 1, pá­

gina 240, n."" 452, 454 y 455, y pág. 348, n." 611; Planiol-Ripert, Traite..., t. 10, 
página 680, n.° 511 ter; Pacifici-Mazzoni, Della locazione, t. 1, pág. 416, n.° 71. 

(446) Véase §§ 105 a 109. 
(447) Ni siquiera los accesorios, Guillouard, ob. cit., t. 1, pág. 140, n.° 131; 

Baudry, ob. cit., t. 1, pág. 279, n.° 507; Pacifici-Mazzoni, ob. cit., pág. 179, n.° 98. 
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bición de impedir el goce pacífico del arrendatario. Es evidente que el 
conductor ha de cooperar al goce del vehículo por el arrendatario den­
tro de los límites que impone el buen uso de la cosa y su contrato de 
prestación de servicios; ciertamente el arrendatario no podrá comple-
lerlo a actuar fuera de estos límites, pero, en términos normales, debe 
obedecer el conductor al arrendatario, no forzándolo a detenciones, a 
seguir un camino distinto del deseado, o a una velocidad anormal, a 
pretexto de haber recibido del arrendador órdenes en tal sentido (448). 

Se impone, por tanto, al arrendador una obligación negativa: la de 
no hacer lo que en otras circunstancias le sería permitido; la sanción 
por incumplimiento de esta obligación se halla en la interpretación con­
junta de los arts. 1.098 y 1.099 del C e ; se deduce de estos preceptos 
que si la actuación del arrendador se traduce en alguna transformación 
del vehículo, podrá el arrendatario pedir a la autoridad judicial que 
mande deshacer lo mal hecho; si la perturbación es de otro tipo, sola­
mente cabrá la indemnización de daños y perjuicios de acuerdo con 
el art. 1.101 del C e . (449). Sin embargo, parece que si el arrendador se 
mantiene en su actitud de perturbar el goce pacífico del arrendatario 
del vehículo, la solución más cómoda para éste será optar, juntamente 
con la indemnización, por la rescisión del alquiler, como permite el ar­
tículo 1.556 del C c. 

Finalmente, hay que considerar la posibilidad de que la actuación 
antijurídica del arrendador inquiete al arrendatario en su posesión pa­
cífica. En este caso dispone el arrendatario de la defensa interdictal, 
como poseedor natural que es. Aunque parece que el terreno donde los 
interdictos de retener y recobrar pueden tener su aplicación más clara 
es el de la represión de perturbaciones de mero hecho procedentes de 
un tercero, entiende un gran sector de la doctrina que también puede 
el arrendatario defenderse interdictalmente de los atentados en vías de 
hecho provinientes del propio arrendador (450). 

b') Garantía por hecho de un tercero. 

112. Tras de haber estudiado la garantía que el arrendador debe 
por sus propios actos, hay que referirse a las perturbaciones en el goce 
pacífico del automóvil que pudieran ser realizadas por un tercero ex­
traño a la relación contractual. La garantía que en este caso deberá 

(448) Baudry argumenta en este sentido respecto al portero del inmueble al­
quilado (ob. cit., t. 1, págs. 334 y 335, n.° 588). 

(449) Así lo deduce del art. 1.099 del C e . y del 925 de la L.E.C. Diez Pi­
cazo (Fundamentos del Derecho civil patrimonial, págs. 735 y 736, n.° 873). 

(450) Véase el apartado siguiente, donde se trata de esta cuestión. 
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prestar el arrendador se bifurca según la clase de perturbación de que 
se trate: de hecho o de derecho. 

En ambas clases de perturbaciones tiene el arrendatario la obliga­
ción, impuesta por el primer párrafo del art. 1.559 del C e , de «poner 
en conocimiento del propietario, en el más breve plazo posible, toda 
usurpación o novedad dañosa que otro haya realizado o abiertamente 
prepare en la cosa arrendada», siendo responsable «de los daños y per­
juicios que por su negligencia se ocasionen al propietario» (451). Esta 
notificación es la que permite al arrendador defenderse, si lo desea, 
cuando la perturbación sea de hecho, y si es de derecho, cumplir con su 
obligación de garantía. 

a") Perturbación de mero hecho. 

113. A las perturbaciones de mero hecho se aplica el apartado pri­
mero del art. 1.560 del C e , que, refiriéndose a los inmuebles, dispone: 
«El arrendador no estará obligado a responder de la perturbación de 
mero hecho que un tercero causare en el uso de la finca arrendada; pero 
el arrendatario tendrá acción directa contra el perturbador». 

La justificación del precepto transcrito es clara: el arrendador no 
puede prever ni evitar las perturbaciones de mero hecho que un tercero 
quiera producir al arrendatario. Aquí también se puede sustituir la ex­
presión «el uso de la finca arrendada» por «el uso del automóvil arren­
dado», pero al aplicar al automóvil esta norma aparece aún más clara su 
razón de ser: si el arrendatario tiene la dirección del vehículo que está 
destinado a moverse, resulta evidente la imposibilidad por parte del 
arrendador de hacer frente a las perturbaciones de hecho perpetradas 
por un tercero. 

Respecto a la distinción entre perturbaciones de hecho y de Derecho, 
la opinión tradicional suele considerar perturbador de hecho a quien 
emplea vías de hecho sin tener ningún derecho que le asista; en cambio, 
será de Derecho la perturbación producida por quien pretende tener 
tener derecho a la cosa (452). Esta distinción, aun encerrando un fondo 
de verdad, no parece aceptable más que haciendo en ella una impor­
tante precisión: no es que el autor del atentado «pretenda» o no tener 
algún derecho a la cosa, lo que cualifica su perturbación de fáctica o 
jurídica, sino la naturaleza misma del atentado. Habrá perturbación de 

(451) Véase § 138. 
(452) Guillouard, De louage, t. 1, n.° 156, pág. 165; Baudry, De louage, t. 1, pá­

gina 292, n.° 519; Abello, Della locazione, t. 1, pág. 422, n.° 72; Pacifíci-Mazzoni, 
Delle locazioní, págs. 196 y 197, n.° 106. 
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hecho cuando el tercero, tenga o no derecho a la cosa, impida o moleste 
al arrendatario en su goce pacífico empleando meras vías de hecho, sin 
utilizar los medios que la Ley le concede. 

En efecto, sería absurdo considerar como perturbación de Derecho 
la acción, más o menos violenta, perpetrada por quien, sin deducir el 
procedimiento idóneo, tratase de justificarla alegando los más descabe­
llados derechos sobre la cosa arrendada; además, el art. 441 del C. c. 
dispone que «En ningún caso puede adquirirse violentamente la pose­
sión mientras exista un poseedor que se oponga a ello. El que se crea 
con acción o derecho para privar a otro de la tenencia de una cosa, 
siempre que el tenedor resista la entrega, deberá solicitar el auxilio de 
la Autoridad competente». Parece lógico, pues, pensar que cuando el 
tercero inquiete al arrendatario en el uso de vehículo sin utilizar el 
auxilio de la Autoridad competente, la perturbación será de hecho, aun­
que el perturbador tenga un derecho sobre la cosa. Refuerza esta idea 
el último párrafo del art. 1.560 del Ce, cuando señala que «No existe 
perturbación de hecho cuando el tercero, ya sea la Administración, ya 
un particular, ha obrado en virtud de un derecho que le corresponde», 
y a nadie corresponde el derecho de tomar por su propia autoridad las 
cosas que cree que le pertenecen en contra de otro. 

Delimitado así el primer requisito para que el ataque no produzca la 
obligación de prestar garantía: ser de hecho, toca examinar el segundo: 
provenir de un tercero. Por tercero hay que considerar a quien es extra­
ño a la relación establecida entre arrendador y arrendatario. No será 
perturbación realizada por tercero la que proceda del propio arrendador 
o la que sea de algún modo favorecida o ayudada por éste. En tal oca­
sión no quedará el arrendador libre de garantía, sino, al contrario, res­
ponderá por acto propio (453). De la misma manera, tampoco es moles­
tia producida por tercero la que provenga de un coarrendatario, pues 
éste está ligado con el titular inquietado por una comunidad de intere­
ses, y, al igual que éste, tiene derecho a gozar de la cosa (454). 

114. El último inciso del párrafo primero del art. 1.560 del C e . 
concede al arrendadatario contra el perturbador de hecho la acción di­
recta; pero esta acción directa podrá revestir diversas modalidades se­
gún el alcance de la perturbación. 

Cuando el ataque de mero hecho se limite a impedir al arrendatario 

(453) Véase § 111. 
(454) Nos referimos al caso de dos o más personas que arriendan conjunta­

mente la misma cosa, no a la concurrencia de varias personas a las que el arren­
dador ha alquilado por entero la misma cosa. Véase Abello (ob. cit., t. I, pá­
gina 443, n.° 73 c) y más claramente Mandrioli («Molestie fra conlocatarii», Riv. 
Dir. Civ., t. XIII, 1921, págs. 105 a 165). 
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el uso del vehículo o le cause daños materiales, el arrendatario estará 
legitimado para ejercitar contra el perturbador una acción de reparación 
basada en los arts. 1.902 y siguientes del C. c , ordenadores de la respon­
sabilidad extracontractual. También podrá el arrendatario denunciar los 
hechos si constituyen delito o falta, instando su persecución en vía cri­
minal. Más claro es aún que si la molestia constituye una infracción 
administrativa puede el arrendatario requerir a las autoridades para 
que la hagan desaparecer (455). 

Mas la perturbación, aun siendo de hecho, puede tener tal hondura 
que atente a la posesión del arrendatario; en tal supuesto, puede defen­
derla por medio de los interdictos. Si bien la doctrina antigua, apegada 
al Derecho romano, la negaba (456), actualmente está fuera de duda tal 
posibilidad (457), dado el carácter amplio que dan a la protección inter-
dictal el art. 446 del C. c. y el 1.651 de la L. E. C. (458). El arrendatario 
es poseedor con una posesión natural, «tenencia de la cosa para conser­
varla y disfrutarla» (C. c , art. 432), que no le sirve, ciertamente, para 
adquirir el dominio por usucapión, pero sí para tener la protección que 
la Ley concede a «todo poseedor» (C. c , art. 446) o al «que se halle en 
la posesión o en la tenencia de una cosa» (L. E. C, art. 1.651). 

Si la acción directa contra el perturbador va encaminada a obtener 

(455) Así, por ejemplo, podrá el arrendatario de un vehículo inmovilizado por 
el aparcamiento incorrecto de otro, o por ocupación indebida de la vía pública, 
recabar el auxilio de la autoridad para que deje el paso expedito, sin necesidad 
de ser asistido por el arrendador. 

(456) Véase Jors-Kunkel, Derecho privado romano, pág. 160, n.° 64; y Part. 3.°, 
título 30, ley 5, y Part. 1.', tít. 10, ley 11. Esta situación desaparece con la L. E. C 
de 1885, y el Proyecto de Ce . de 1851; véase la consulta formulada en la RGLJ, 
tomo IX, 1857, págs. 298 a 311. 

(457) Guillouard, ob. cit., t. 1, pág. 44, n." 29, y pág. 168, n.° 162; Aubry y Rau, 
Cours..., t. 2, pág. 249, n.° 189; Baudry, ob. cit., pág. 301, n.° 533; Abello, ob. cit., 
tomo 1, pág. 425, n.° 72. Entre nosotros, Sánchez Román, Estudios de Derecho 
civil, t. 3, pág. 438; Clemente de Diego, Curso elemental..., t. 3, págs. 436 y ss.; 
Rodríguez Solano, «El interdicto de recobrar y las relaciones arrendaticias», RDP, 
1944, págs. 921 a 933; Gimeno Gamarra, «La posesión de las cosas arrendadas y su 
defensa interdictal», RGLJ, t. 179, 1946, págs. 656 a 675; Domínguez de Molina, 
«Protección posesoria del derecho arrendaticio», RGLJ, t. 181, 1947, págs. 166 a 235; 
Prieto Castro, «Comentario a la sentencia de 20 de mayo de 1946», RGLJ, t. 180, 
1946, págs. 742 a 744; Viada López-Puigcerver, «Objeto de los interdictos poseso­
rios», RCDI, 1949, págs. 753 a 771, y «Legitimación activa y pasiva en los inter­
dictos de retener y recobrar la posesión», ADC, 1955, págs. 822 a 828; Pérez Tem­
plado, «La protección posesoria del arrendatario, del aparcero y del cooperador 
agrícola», RGD, 1952, págs. 625 a 629, en especial pág. 629, conclusión 1."; «Inter­
dictos», trabajo sin firma en RJC, 1958, págs. 329 a 392, en especial págs. 362 a 365; 
Sentías Ballester, Tratado práctico de interdictos, págs. 21 y ss.; Albaladejo, «Pro­
tección y efectos de la posesión», RDP, 1963, pág. 306. 

(458) No procederá, en cambio, contra las perturbaciones provinientes de ac­
tos de la Administración pública realizados en materia de la competencia del 
órgano correspondiente y de acuerdo con el procedimiento legalmente estable­
cido (Ley de Procedimiento Administrativo, de 17 de julio de 1958, art. 103). 
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una indemnización y se frustrase por ser el responsable insolvente o 
desconocido, o no prosperase la acción por cualquier motivo, no habrá 
por ello responsabilidad subsidiaria del arrendador (459); la cuestión se 
reducirá a determinar si el arrendatario es responsable de la pérdida o 
deterioro del vehículo en base a su obligación de custodia (460). 

Solía preguntarse la doctrina tradicional si eran perturbaciones de 
hecho las que los terceros pudieran producir en caso de guerra, insu­
rrección o, en general, revuelta social (461). Parece que no hay razón para 
negar tal carácter a estos eventos; el arrendatario sigue teniendo contra 
los autores su acción directa, aunque será difícil ejercitarla. El arren­
dador no responde de estas perturbaciones; lo que sucede es que, en 
tales casos de fuerza mayor, cesará la responsabilidad por custodia del 
arrendatario y no estará obligado a devolver el vehículo en el estado en 
que lo recibió ( C e , arts. 1.182, 1.561 y 1.563). La pérdida o deterioro 
del vehículo serán soportadas por el arrendador. 

b") Perturbaciones jurídicas. 

115. Se deduce «contrario sensu» del art. 1.560 del C. c. que el arren­
dador debe prestar garantía al arrendatario cuando las perturbaciones 
sean de Derecho. La razón es que, así como el arrendador no ha podido 
prever ni evitar las molestias de hecho, los atentados por reclamaciones 
jurídicamente fundadas suelen traer su causa del arrendador, que es el 
legitimado para reprimirlas. 

Pueden manifestarse las perturbaciones jurídicas de dos modos: de 
una parte, las que se producen cuando el perturbador, que ha comenzado 
por vías de hecho, trata de defenderse de la acción directa del arrenda­
tario alegando la existencia de derechos sobre el automóvil; de otra, las 
perturbaciones procedentes de una acción judicial o un procedimiento 
administrativo intentado por el tercero (462). No es fácil, pues, la cali­
ficación de una perturbación como fáctica o jurídica, porque las que 
empiezan como simples molestias de hecho pueden transformarse en re­
clamaciones jurídicas (463). 

Las perturbaciones jurídicas pueden derivarse de muy diversas cau­
sas. Así, por ejemplo, de incumplimiento por el arrendador de obliga-

(459) Guillouard, ob. cit., t. 1, pág. 167, n." 159. 
(460) Véase §§ 136 y 137. 
(461) Guillouard, ob. cit., t. 1, pág. 159, n.° 160. 
(462) Planiol-Ripert, Traite..., t. 10, pág. 712, n.° 523. 
(463) Por ejemplo, si el perturbador de hecho demandado en juicio declara­

tivo alega su derecho en reconvención (L. E. C, art. 542) o si vencido en el inter­
dicto deduce su pretensión en el declarativo correspondiente (L. E. C , art. 1.658, 
párrafo tercero). 
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ciones contraídas con terceros (464), de acto de la Administración en 
vía de apremio por incumplimiento de obligaciones fiscales o arancela­
rias, o incluso, como caso extremo, la requisa militar. 

Merece especial mención la posibilidad de que el arrendatario sea 
erróneamente demandado en virtud de acciones ejercitables solamente 
contra el arrendador (465): el arrendatario podrá alegar su falta de le­
gitimación pasiva, pero el arrendador vendrá obligado, en todo caso, a 
defenderlo en virtud de su obligación de garantía. 

La cualificación de la perturbación como jurídica lleva consigo para 
el arrendador la obligación de responder, pero ello no implica que no 
pueda el arrendatario, aun cuando haga recaer el procedimiento contra 
aquél, coadyuvar con él; podrá el arrendatario, a su arbitrio, permane­
cer en el proceso o quedar fuera del mismo, no siendo improbable lo 
primero, para evitar la frustración de sus derechos por la actuación ne­
gligente del arrendador. Del mismo modo puede el arrendador, en las 
perturbaciones de hecho, ejercitar acciones contra el perturbador, aun­
que no esté obligado a ello (466), pudiendo, incluso, utilizar los inter­
dictos con base a su posesión mediata. 

c') Garantía por saneamiento. 

116. Afirma el art. 1.553 del C e . que «Son aplicables al contrato de 
arrendamiento las disposiciones sobre saneamiento contenidas en el títu­
lo de la compraventa. En los casos en que proceda la devolución del 
precio, se hará la disminución proporcional al tiempo que el arrenda­
tario haya disfrutado de la cosa». Tomando la palabra saneamiento con 
la amplitud que le dan los artículos relativos a la compraventa (C. c , ar­
tículos 1.474 y ss.), comportará tal obligación la responsabilidad del 
arrendador por evicción y por vicios de la cosa, esto es, respectiva­
mente, por vicios jurídicos y físicos. 

La relación de esta obligación con las señaladas en los apartados 
anteriores, es clara, pues se engloba en la general del n° 3.° del artícu-

(464) Como sucedería si adquirido el vehículo con pacto comisorio y precio 
aplazado no paga las cantidades vencidas, o si se dicta el embargo del vehículo 
por deudas del arrendador. 

(465) Normalmente el tercero que pretenda tener derechos sobre el vehículo 
arrendado habrá de dirigir su acción contra el arrendador; así, por ejemplo, en 
caso de aparecer otro arrendatario del mismo vehículo, véase Mengoni, «Con-
flitto tra locatari possessori succesivi», Riv. Trim. di Dir. e Proc. Civ., t. II, 1948, 
páginas 696 a 703. 

(466) Singularmente cuando se hayan producido daños considerables para el 
vehículo, o cuando haya motivos para suponer que se pretende una perturbación 
jurídica, en cuyo caso el arrendador, si es propietario, puede adelantarse a la 
demanda del tercero interponiendo una acción declarativa de dominio. 
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lo 1.554, que pone a cargo del arrendador mantener al arrendatario en 
el goce pacífico de la cosa arrendada por todo el tiempo que dure el 
contrato. En cuanto a las concrecciones de esta obligación, hay que 
señalar que la garantía en caso de evicción es una consecuencia de la 
responsabilidad del arrendador por las perturbaciones de Derecho; la 
garantía por vicios deriva de la obligación del arrendador de entregar 
la cosa en buen estado y mantenerla en él mientras dure el contrato. 

Esta remisión a las normas de la compraventa no aparece en otras 
legislaciones donde la prestación de garantía arranca directamente de 
las reglas generales del arrendamiento (467); en el Derecho español 
resulta superflua e incluso se discute su posibilidad (468). Pero la cues­
tión no presenta grandes consecuencias prácticas, pues, de una forma 
u otra, serán siempre las mismas: el arrendador resultará responsable 
de las perturbaciones sufridas por el arrendatario. 

a") Saneamiento por evicción. 

117. Es evidente que los preceptos que disciplinan la evicción es­
tán redactados pensando en la compraventa y que su aplicación a ella 
es más fácil que al arrendamiento; pero, al igual que la compraventa, 
supone el alquiler una transferencia de la posesión pacífica de la cosa 
que se frustra si el poseedor se ve despojado de la misma. En este 
caso, la obligación general de garantía del arrendador se concreta en 
el deber de responder por la evicción causada, como sucede en la com­
praventa (469). 

La evicción del arrendatario de un vehículo se producirá, parafra­
seando el art. 1.475, cuando se prive al arrendatario por sentencia firme 
y en virtud de un derecho anterior al arrendamiento de todo o parte del 
goce del vehículo alquilado (470). 

En primer lugar, ha de producirse la privación por sentencia firme. 

(467) Aparece en el Proyecto de C. c. de 1851, de donde pasó a gran número 
de Códigos americanos. 

(468) Así, Manresa (Comentarios..., t. 10, págs. 532 y 533) y Beltrán de Here-
dia, Pablo («La obligación de sanear en el arrendamiento», IWP, 1964, págs. 365 
a 379). 

(469) T. S., s. de 10 de diciembre de 1963, Cd." 2.' 
(470) La posibilidad de evicción del arrendatario es una de las cuestiones 

más discutidas en la teoría del arrendamiento. Si bien hay que aceptarla, en 
base al C. c. y a la Jurisprudencia, su aplicación es innecesaria porque los mis­
mos efectos se pueden conseguir con la simple obligación de garantía del arren­
dador por el goce pacífico. En este sentido, Abello, Della locazione, t. 1, págs. 439 
a 443, n.° 73, b; Pérez González y Alguer, Notas a Ennecerus, t. II, vol. II , 1." par­
te, pág. 278; no suele estudiarse la cuestión con cuidado porque la doctrina mo­
derna está pensando normalmente en los arrendamientos regulados por las leyes 
especiales, en los que no suele darse la evicción. 
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Este requisito, pese a su aparente sencillez, es uno de los que más com­
plicaciones acarrean. No hay que pensar que la eviccióñ se produce 
solamente por el ejercicio de una acción real contra el arrendata­
rio (471), sino que se dará siempre que un tercero ejercite una acción, 
de cualquier tipo, contra el arrendador o el arrendatario, y venza en 
el juicio, con oposición o sin ella, obteniendo como consecuencia la 
entrega de la cosa. En suma, y de acuerdo con la tradición histó­
rica (472) y con la doctrina del Tribunal Supremo, hay que partir de 
un concepto amplio de eviccióñ, siendo indiferente que la sentencia 
condene a arrendador o a arrendatario, basta con que, en virtud de ella, 
se vea privado este último de la cosa alquilada (473). 

El segundo requisito es que el derecho, en virtud del cual se pro­
duce la privación, sea anterior al otorgamiento del contrato. Aquí juega 
una importante diferencia entre compraventa y arrendamiento: mien­
tras el vendedor, realizada la «traditio», se desliga de la cosa, el arren­
dador, en cambio, sigue obligado a mantener y no perturbar el goce del 
arrendatario. Por ello, cabe hacer, en el arrendamiento, la distinción 
entre: la privación del goce del arrendatario producida en virtud de un 
derecho anterior al otorgamiento del contrato (eviccióñ) (474), y la 
sucedida por actos del arrendador posteriores al otorgamiento del con­
trato (perturbaciones por actos propio del arrendador) (475). 

La distinción formulada lleva en ambos casos a una misma conse­
cuencia práctica: la responsabilidad del arrendador por la privación 

(471) Como entienden Manresa (ob. cit., t. 10, pág. 532) y Beltrán de Here-
dia (ob. cit., págs. 375 a 377). 

(472) Ulpiano, D. 19, 2, 9; Africano, D. 19, 2, 33; Part. 5.\ tít. VIII, ley 21. 
(473) Planiol-Ripert, Traite..., t. 10, pág. 715, n." 524, y los arts. 258 del C. sui­

zo de las Obligaciones, y 1.380 del vigente C. c. italiano. 
(474) Así, serán casos de eviccióñ los que se producirían si el arrendador tie­

ne sobre el vehículo un derecho resoluble y éste se resuelve durante el arrenda­
miento; por ejemplo, si el arrendador era usufructuario ( C e , art. 480). Otros 
casos serían si el arrendador era un mero poseedor y aparece el verdadero due­
ño, o si había vendido el vehículo a un tercero y después lo dio en arriendo. 
Un supuesto interesante es que aparezca otro arrendatario de fecha anterior (sen­
tencia de 13 de abril de 1913), único caso de eviccióñ que admiten Manresa (ob. cit., 
tomo 10, págs. 532 y 533), Mucius Scaevola (Código civil..., t. 24, 1.°, pág. 501) y 
Beltrán de Heredia (ob. y lug. cit.); aplica en este caso analógicamente las re­
glas de la compraventa López Berenguer (La colisión de derechos, pág. 161); 
para el Derecho italiano véase Mengoni («Conflitto tra locatari possessori succe-
sivi», en Riv. Trim. di Dir. e Proc. Civ., 1948, pág. 696). 

(475) No serían verdaderos casos de eviccióñ, sino de perturbación por actos 
propios del arrendador, cuando el derecho en virtud del cual se derivan ha na­
cido después de arrendado el vehículo, o aunque se trate de un derecho anterior 
se haya hecho ejercitable por un acto posterior imputable al arrendador; así, si 
éste posee bajo condición resolutoria y da lugar a la resolución (por ejemplo, 
si no paga los plazos de adquisición del vehículo adquirido con pacto comiso­
rio); si el vehículo está hipotecado (L. de 16 de diciembre de 1954, art. 91) e in­
cumple la obligación garantizada; si el arrendador cae en quiebra culpable, etc. 
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que ha sufrido el arrendatario; pero no carece de trascendencia el que 
dicha privación provenga de un derecho anterior o posterior al otorga­
miento del contrato. La responsabilidad del arrendador revestirá dife­
rentes matices en orden al juego de la buena fe y a la exigencia de la 
notificación. 

Cuando hay verdadera evicción (privación del goce por un derecho 
anterior al arrendamiento), responderá el arrendador de la devolución 
del precio devengado si actuó de buena fe, y de los daños y perjuicios 
si hubo mala fe. En cambio, si la perturbación se produjo en virtud de 
un derecho posterior al otorgamiento del contrato, hay incumplimiento 
por parte del arrendador, y responderá de los daños y perjuicios sin 
necesidad de que el arrendatario pruebe la mala fe (C. c , art. 1.556). 

Cuando haya verdadera evicción y el demandado haya sido el arren­
datario (476), deberá notificarse al arrendador dentro del proceso y de 
acuerdo con las prescripciones del art. 1.482 del C. c. Por el contrario, 
si la privación deriva de derechos concedidos por el arrendador, «cons­
tante locatione», bastará con que el arrendatario pruebe haber cumpli­
do con su deber de dar aviso por novedad dañosa de acuerdo con el 
art. 1.559 del C e . (477). 

118. El art. 1.475 del C e . admite la posibilidad de privación par­
cial de la cosa vendida; al aplicar esta idea al alquiler de automóviles, 
no se debe interpretar como el despojo de una parte del vehículo, que 
carecería de sentido, sino de una parte de su goce, y, como éste es tem­
poral, será la privación total cuando se produzca ante de comenzar la 
ejecución del contrato y parcial en todos los demás casos (478). En 
lugar de la norma general del art. 1.475 del C c , que resulta normalmente 
inaplicable al arrendamiento, se seguirá la especial del art. 1.553, rela­
tiva a la disminución proporcional del precio en relación al tiempo que 
el arrendatario haya gozado de la cosa. Aunque no se excluye la posi­
bilidad de que la duración haya sido causa determinante del alquiler 
del vehículo hasta el punto de que el arrendatario no hubiese tomado 
en alquiler el vehículo de conocer que iba a ser privado de parte del 
goce, en cuyo caso se aplicará el artículo 1.479 del C. c , y se dará por 
rescindido el contrato, con devolución íntegra del precio. 

119. Determina el art. 1.481 del C e . que «El vendedor estará obli­
gado al saneamiento siempre que resulte probado que se le notificó 
la demanda de evicción a instancia del comprador. Faltando la notifica-

(476) Si es demandado el arrendador, no hace falta notificación de la deman­
da, naturalmente. 

(477) Estas precisiones no las hemos hallado formuladas en la doctrina ni 
en la jurisprudencia. 

(478) Boggio, Della evizione, pág. 392. 
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ción, el vendedor no estará obligado al saneamiento»; el artículo si­
guiente, 1.482, dicta las reglas procesales para que tal notificación se 
lleve a efecto. Aplicando estas normas al arrendamiento resulta aún más 
patente su validez, porque el arrendatario tiene obligación de comunicar 
al arrendador, no ya la evicción, sino toda usurpación o novedad daño­
sa que otro haya realizado o abiertamente prepare en la cosa arrendada 
( C e , art. 1.559). Aunque en virtud de esta norma del arrendamiento 
no es pi-eciso acudir a los artículos de la compraventa, la jurisprudencia 
exige que se notifique la demanda de acuerdo con los arts. 1.481 y 
1.482 (479); como ya se ha indicado, esto sólo procederá en los casos 
de verdadera evicción, no en las demás perturbaciones. 

120. Los efectos de la evicción consisten en una serie de indemni­
zaciones que el art. 1.478 concede al comprador, y que, por la remisión 
del art. 1.553, corresponden también al arrendatario. 

Aplicando al arrendamiento el número 1.° del artículo 1.478 del C e , 
resultará el arrendador obligado a la restitución del precio (480), con la 
disminución proporcional al tiempo que el arrendatario haya disfrutado 
de la cosa, que dispone el inciso final del artículo 1.553 del C c. En con­
secuencia, la devolución será sólo de las rentas percibidas por adelan­
tado, no de las ya vencidas, que serán justamente adquiridas por el 
arrendador. 

No tiene fácil aplicación al arrendamiento de automóviles el núme­
ro 2° del precepto comentado, que obliga a pagar los frutos o rendi­
mientos, si el vencido en el juicio ha sido condenado a entregarlos. Nor­
malmente, el arrendatario de un automóvil no obtiene de él frutos, si se 
exceptúa el caso de que haya tomado el vehículo para subarrendarlo o 
dedicarlo al transporte. 

A tenor del número 3.° de este artículo, deberá pagar el arrendador 
al arrendatario las costas del pleito que haya motivado la evicción, y, 
en su caso, las del seguido contra él para exigirle su prestación de 
garantía. 

El número 4.° del artículo 1.478, relativo a la devolución de los 
gastos de escritura del contrato, no suele tener aplicación al alquiler de 
automóviles, porque normalmente se otorga este contrato en docu­
mento privado. 

(479) T. S., sentencias de 13 de marzo de 1899, 4 de abril de 1913, 3 de febrero 
de 1961, Cd.° 2°, y 7 de marzo de 1962. 

(480) El art. 1.478-1.° del C. c. se refiere al precio que tuviere la cosa vendida 
al tiempo de la evicción, ya sea mayor o menor que el de la venta. Hay que ex­
cluir en el arrendamiento la posibilidad de variación del precio porque siendo 
este contrato de tracto sucesivo la renta estará fijada para todo el tiempo de 
duración. 
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El punto más interesante de los efectos de la evicción en el alquiler 
de vehículos lo constituye el número 5° del artículo 1.478 del C. c ; en 
su virtud, el arrendatario queda facultado para exigir los daños e inte­
reses y los gastos voluntarios o de puro recreo, si el arrendador obró 
de mala fe. La mera devolución de las rentas no vencidas equivale a 
dar por resuelto el arriendo sin más, burlando los derechos del arren­
datario; hace falta, además, sancionar la posible mala fe del arrendador 
obligándole a indemnizar los daños y perjuicios. Habrá mala fe cuando 
se demuestre que el arrendador, al tiempo de arrendar, conocía, o debía 
haber conocido, aunque negligentemente lo ignorase, la existencia del 
derecho en cuya virtud se produjo la evicción. 

121. Cabe la posibilidad de renuncia por el arrendatario de la 
presta a innumerables averías y defectos. También al saneamiento por 
acción para exigir la responsabilidad por evicción del arrendador. Apli­
cando los artículos 1.476 y 1.477 del C e . habrá que distinguir tres su­
puestos: si el arrendador conocía los riesgos de la evicción y los ocultó 
al arrendatario, el pacto es nulo, por haber mediado mala fe (artícu­
lo 1.476); si la renuncia fue sin mala fe del arrendador, responderá éste 
sólo de la devolución del precio con la reducción proporcional al tiem­
po disfrutado; por último, si el arrendatario ha renunciado a la evic­
ción conociendo el riesgo que corre y sometiéndose a sus consecuencias, 
cesa la garantía del arrendador (artículo 1.477). Al conocer el arrenda­
tario el riesgo concreto y aceptarlo, toma el contrato un matiz aleatorio. 

b") Saneamiento por vicios. 
122. Tiene gran interés en el alquiler de automóviles el tema de los 

vicios, ya que la complicada configuración mecánica del vehículo se 
presta a innumerables averías y defectos. También al saneamiento por 
vicios en la cosa alcanza la remisión a las normas de la compraventa 
establecida para el arrendamiento por el artículo 1.553 del C. c. Pero 
mientras el vendedor responde sólo de los vicios existentes al tiempo de 
producirse la venta, el arrendador, que ha de mantener al arrendatario 
en el goce pacífico de la cosa por todo el tiempo del contrato, deberá 
también responder por los vicios que surjan durante todo este período. 
Así lo entiende la doctrina (481) y alguna sentencia del Tribunal Su­
premo (482). 

Los vicios dan lugar a la garantía, aunque aparezcan en los acceso-
(481) Guillouard, De louage, t. 1, pág. 130, n.° 120; Baudry, De louage, t. 1, pá­

gina 223, n.° 429; Mazeaud, Legons..., t. III, pág. 944, n.° 1.116; Tune, voz «louage», 
en Repertoire de Droit civil Dalloz, t. III, pág. 110, n.° 260; Planiol-Ripert, Trai­
te.... t. 10, pág. 740, n.° 537; Abello, Della locazione, t. 1, págs. 409 y 410, n.° 69 a; 
Von Gierke, Deutsches Privatrecht, t. III, pág. 519. 

(482) La de 28 de mayo de 1907. 
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ríos de la cosa arrendada, pues éstos, que han de entregarse conjunta­
mente con ella, contribuyen al goce del arrendatario. 

Se ha discutido si la garantía se debe sólo por los vicios que impi­
den el uso de la cosa arrendada, o también por aquellos que lo dismi­
nuyen o lo hacen incómodo (483); si la responsabilidad del arrendador 
es similar a la del vendedor, es evidente que la garantía se extenderá a 
ambas clases de vicios, y el criterio decisivo radicará en determinar si 
el arrendatario, de conocer el vicio, no habría alquilado el vehículo o 
lo habría hecho por un precio menor. Esta interpretación deberá ha­
cerse atendiendo a las circunstancias del caso, y a veces no será fácil; 
pero hay que tener presente que el destino del vehículo es la circula­
ción, y que cualquier vicio de tipo mecánico que afecte a la misma o, 
sobre todo, que la haga más peligrosa, debe ser considerado relevante. 

No influye en la responsabilidad del arrendador el hecho de que los 
vicios sean duraderos o temporales (484); antes bien, cuando el vicio 
pueda obviarse con una reparación, estará el arrendador obligado a ha­
cerla ( C e , artículo 1.554, núm. 2.°). 

La garantía por vicios en la compraventa se limita exclusivamente 
a los vicios ocultos y no a los aparentes. Alguna sentencia afirma que 
en el arrendamiento se excluye esta distinción (485); sin embargo, pa­
rece, más bien, que se modifica sin llegar a borrarse. Es evidente que 
tal distinción no tendrá objeto respecto a los vicios surgidos durante 
el contrato, pues el arrendador responde siempre de ellos; pero, en 
cambio, puede mantenerse esta diferenciación para los vicios existentes 
en el momento de contratar. Aunque la mayoría de los vicios del auto­
móvil son ocultos (486), pueden aparecer vicios aparentes o que pueden 
ser conocidos con una ligerísima inspección, aun por persona no ex­
perta; de éstos no responderá el arrendador, porque han sido admiti­
dos por el arrendatario (487). La consideración de aparente de un vicio 

(483) Pothier, De louage, n.° 110 (Oeuvres, t. 3, págs. 281 y 282); Laurent, Prin­
cipes..., t. XXV, págs. 128 y 129, n."> 117; Baudry, ob. cit., t. 1, n.° 430, pág. 224; 
Planiol-Ripert, ob. cit., t. 10, pág. 737, n.° 537; Abello, ob. cit., t. 1, págs. 397 
a 403, n.° 67 a; Tune, ob. cit., pág. 110, n.° 257; Mazeaud, ob. cit., pág. 944, n." 1.116. 
El actual C. c. italiano, al igual que el nuestro, admite ambas clases de vicios 
(artículo 1.578). Tabet, «Locazione», en Novissimo Digesto Italiano, t. IX, pági­
na 1.014. 

(484) Baudry, ob. cit., t. 1, pág. 229, n.° 435. 
(485) La ya citada de 28 de mayo de 1907. 
(486) Santos Briz, «El contrato de compraventa de automóviles», RDC, 1967, 

páginas 581 a 584; Riou-Labruse, «La vente de l'automobile neuve», en L'auto-
mobile en Droit privé, págs. 62 a 64, n.°" 30 a 32; Jauffret, «La vente des automo-
biles d'occasion», en el mismo libro, págs. 75 a 78, 79, 84 a 87, n.°' 9 a 12, 15 y 19 
a 22. Sobre vicios ocultos en el automóvil, véanse las sentencias de 26 de febrero 
de 1914, 25 de enero de 1924 y 31 de enero de 1970; y sobre la condición de peri­
tos para apreciar los vicios de una máquina, la de 8 de marzo de 1969. 

(487) Pothier, ob. cit., n." 113 (Oeuvres, t. 3, pág. 283); Guillouard, ob. cit., 
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sólo podrá apreciarse «in concreto», contemplando la experiencia y co­
nocimientos del arrendatario, como se desprende de las reglas que dicta 
para el comprador el artículo 1.484 en su inciso final (488). 

123. Tradicionalmente produce la garantía por vicios en la compra­
venta el nacimiento de dos acciones en favor del comprador; se enca­
mina la primera (redhibitoria) a obtener la resolución del contrato con 
devolución de cosa y precio, la segunda (aestimatoria o quanti minoris) 
a obtener una rebaja proporcional del precio, dejando el contrato 
subsistente. Ambas soluciones son aplicables estableciendo las natura­
les precisiones derivadas de la ditinta configuración de la relación lo­
cativa. 

Al igual que en la evicción, surge el problema de la indemnización 
por daños y perjuicios. Cuando el arrendador desconocía la existencia 
del vicio, sólo tendrá derecho el arrendatario, si opta por la resolución 
del contrato, a la devolución de las rentas no vencidas, quedando libe­
rado del pago del resto; pero si el arrendador obró de mala fe, dando 
el vehículo vicioso a sabiendas, indemnizará de los daños y perjuicios 
si el arrendatario optare por la rescisión (C. c , artículo 1.486). Esto su­
cederá no sólo cuando el arrendador conociendo el vicio lo ocultare, 
sino cuando, pudiéndolo conocer, lo ignorase negligentemente; en este 
caso habrá indemnización de daños y perjuicios causados por culpa 
( C e , artículo 1.101). 

Para obtener la indemnización habrá de probar el arrendatario la 
existencia del vicio y la mala fe del arrendador, o al menos su negli­
gencia. La prueba no será fácil, porque el automóvil ha llegado a un 
alto grado de complejidad técnica y no siempre queda patente la dis­
tinción entre un vicio oculto y un deterioro debido a caso fortuito. Más 
difícil aún será establecer si el vicio, o la causa que lo ha originado, 
existía en el momento de contratar para poder argumentar la posible 
mala fe del arrendador. En todo caso será de excepcional importancia 
la prueba pericial (489). 

tomo 1, págs. 131 a 134, n.°' 121 y 122, contra Colmet de Santerre y Laurent; 
Baudry, ob. cit., t. 1, págs. 231 a 233, n.° 440; Planiol-Ripert, ob. cit., t. 10, págs. 741 
a 743, n.° 539; Pacifici-Mazzoni, Delle locazioni, pág. 186, n.° 102; Abello, ob. cit., t. 1, 
páginas 406 y 407, n.° 68; Tune, ob. cit., pág. 110, n.° 263; Mazeaud, ob. cit., t. III, pá­
gina 944, n.° 1.116 b; Le Gall, L'obligatíon de garantie dans le louage de chases, 
página 113, n.° 74; Beraud, Centráis relatifs á l'automobile, pág. 78, n.° 76; Cu-
lioli, «La location d'automobiles», en L'automobile en Droit privé, pág. 148, n.° 9. 

(488) El vendedor «no será responsable de los defectos manifiestos o que es­
tuvieren a la vista, ni tampoco de los que no lo estén, si el comprador es un 
perito que, por razón de su oficio o profesión, debía fácilmente conocerlos». 

(489) En Derecho francés la responsabilidad resulta más «objetivada», por 
así decirlo, ya que no se exige la mala fe para obligar a la indemnización de da­
ños y perjuicios; véase Culioli, ob. cit., pág. 148, n.° 9. 
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La indemnización por vicios en el vehículo arrendado en caso de 
mala fe del arrendador comprenderá todos los daños y perjuicios que 
tengan un nexo causal con el vicio, tanto si son en las cosas como en 
las personas del arrendatario, sus acompañantes o terceros; alcanzará 
al «damnum emergens» y al «lucrum cesans» ( C e , artículo 1.106); 
incluso podría entrañar una responsabilidad penal por delito doloso o 
culposo cometido por el arrendador al entregar al arrendatario un au­
tomóvil vicioso. 

La acción para pedir la indemnización, la devolución del precio o su 
reducción, habrá de dirigirse contra el arrendador (490), que, en su 
caso, podrá actuar contra el causante del vicio, repercutiendo contra 
él su responsabilidad en base a la relación contractual que medie entre 
ellos; así, por ejemplo, podrá demandar al fabricante, al que reparo 
defectuosamente el vehículo, a quien se lo arrendó para que lo subarren­
dara, etc. Pero no hay que olvidar que el co-contratante del arrendador, 
causante del vicio puede ser responsable, por culpa extracontractual, 
de los daños y perjuicios que su negligencia ocasionare al arrendatario 
o a los terceros ( C e , artículo 1.902); ésta será la única vía para que 
el arrendatario obtenga una indemnización de daños y perjuicios cuando 
haya buena fe por parte del arrendador (491) y mala fe o negligencia 
por parte del co-contratante de éste (492). 

124. La obligación de garantía por vicios admite pacto en contra­
rio; frecuentemente aparece en los formularios una cláusula por la cual 
el arrendatario admite que recibe el vehículo en perfectas condiciones 
mecánicas y de funcionamiento, a veces se llega, incluso, a afirmar que 
la empresa arrendadora no acepta ninguna responsabilidad por retra­
sos o demoras producidos como consecuencia de averías en el vehículo. 
El valor de estas afirmaciones es relativo, porque parece excluir la res­
ponsabilidad por vicios existentes al tiempo de arrendar, pero no por 
los sobrevenidos posteriormente o los que sólo se manifiestan con el 
uso, de los que también se responde (493); pero incluso para los exis­
tentes al tiempo de contratar, estas cláusulas son de interpretación 
restrictiva, por suponer una exoneración de responsabilidad en un con­
trato de adhesión. 

(490) La sentencia de 5 de marzo de 1956, en un caso de arrendamiento de 
vagón cisterna, rechaza la reclamación por vicios por no haberse demandado al 
verdadero arrendador. 

(491) Con lo cual sólo estará obligado a devolver las rentas no vencidas o a 
rebajar el precio proporcionalmente. 

(492) En cuyo caso el arrendador no podría exigir indemnización a su co-
contratante por no haber sufrido él los daños. 

(493) Culioli, ob. cit., págs. 148 y 149, n.° 9. 
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d) Pago de obligaciones fiscales 

125. Según la opinión tradicional, las cargas fiscales que gravitan 
sobre la cosa arrendada son de cuenta del arrendador (494). Ello es 
evidente, pues los impuestos gravan, normalmente, al propietario, y el 
arrendador suele serlo. Pero aun cuando el arrendador no sea propie­
tario, tendrá esta obligación frente al arrendatario, porque en caso de 
incumplimiento de dichas obligaciones fiscales, se podrían producir 
molestias en el goce pacífico del arrendatario (495); tales molestias 
constituirían perturbaciones de Derecho de las que el arrendador debe 
responder (496). En consecuencia, podrá el arrendatario exigir al arren­
dador que pague los impuestos o inste al propietario a hacerlo, y aún que 
le indemnice de los daños y perjuicios causados si es perturbado por 
esta causa ( C e , artículo 1.556). 

No cabe entrar en la exposición de los diversos impuestos que gra­
van la tenencia de automóviles según su clase, y la actividad de los 
arrendadores profesionales de vehículos (497), pues ello excede de los 
límites de este estudio. 

Normalmente no suscitará graves problemas el pago de los impues­
tos debido a la corta duración del arrendamiento, pero la cuestión pue­
de tener más interés en los casos en que se pacte una duración más 
larga, el vehículo forme parte de un conjunto o esté afecto a un inmue­
ble, o se dé en arrendamiento-venta o «leasing». En estos supuestos, lo 
normal será que las partes hayan pactado sobre el particular. 

126. Además de lo que son propiamente impuestos, hay una serie 
de cargas que puede llevar consigo el uso del automóvil; pueden reves­
tir interés las multas y las tasas por peajes y estacionamientos. 

Respecto a las multas, conviene distinguir entre las derivadas de la 
deficiente estructura del vehículo y las que tienen su causa en la actua­
ción antirreglamentaria del conductor. De las primeras será responsa­
ble el arrendador, como consecuencia de su obligación de prestar ga­
rantía por vicios (498). De las segundas será responsable el arrendatario. 

(494) Baudry, De louage, t. 1, págs. 508 y ss., n.°" 885 y ss.; Pacifici-Mazzoni, 
Delle locazioni, pág. 230, n.° 124. En contra, mantiene Albaladejo (Instituciones..., 
tomo 1, pág. 814, n.° 130) que no es obligación del, arrendador como tal, sino del 
dueño, y no competerá al arrendador cuando la cosa no sea suya. 

(495) Por ejemplo, una ejecución en vía de apremio. 
(496) Véase § 115. 
(497) Sobre aspectos fiscales del arrendamiento de automóviles en el Dere­

cho francés, véase Ripert, Traite élémentaire de Droit Commercial, t. II, pág. 600, 
número 3.213. En España han de tributar los arrendadores profesionales de 
automóviles por Licencia Fiscal por el epígrafe correspondiente (O. M. de 4 de no­
viembre de 1964, art. 50). 

(498) Así, las multas impuestas por mala disposición de las luces, ruido ex-
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conduzca por sí o por otra persona a su cargo, cuando el alquiler sea 
sin conductor; cuando sea con conductor, responderá el arrendatario, 
pues aquél es empleado suyo. 

Suele aparecer en los formularios una cláusula en la que el arren­
datario asume las responsabilidades por cualquier infracción de las nor­
mas de tráfico o estacionamiento cometidas durante la vigencia del con­
trato. Sin embargo, parece que este pacto ha de interpretarse en el 
sentido de referirse sólo a las derivadas de la actuación del arrendatario 
o las personas por las que él debe responder. Respecto a las infracciones 
derivadas de la mala estructura del vehículo o de la actuación del con­
ductor empleado por el arrendador, no debe tener validez tal exonera­
ción por el carácter público de tal responsabilidad; en caso de vicio en 
el automóvil, habrá que estar al carácter patente u oculto del mismo 
y a la posibilidad de renuncia a la garantía en los términos ya estu­
diados (499). 

Finalmente, las tasas por estacionamiento y los peajes deben que­
dar, salvo pacto en contrario, a cargo del arrendatario, porque se deri­
van exclusivamente de la utilización del vehículo cuya dirección tie­
ne (500). 

e) Abono de gastos necesarios 

127. La última de las obligaciones que suelen estudiarse como pro­
pias del arrendador es la de reembolsar al arrendatario los gastos ne­
cesarios hechos por éste (501). Sin embargo, no la recoge expresamente 
el C. c , porque no se trata propiamente de una obligación del arren­
dador como tal; no deriva de la propia naturaleza del arrendamiento, 
sino de principios jurídicos de mayor amplitud, ni arranca de la exis­
tencia del contrato, sino de una manifestación anormal del mismo. En 
efecto, su fundamento se halla en el principio general de subrogación 
en el pago que alcanza concrección, entre otros preceptos, en los dos 
últimas párrafos del artículo 1.158 del C. c. Por otra parte, la obligación 
de reembolsar gastos necesarios no surge más que cuando hayan sido 
previamente pagados por el arrendador. 

Para que aparezca esta obligación es preciso, pues, que se trate de 

cesivo, humos nocivos, etc. 
(499) Véase §§ 122 a 124. 
(500) Sobre este punto es curiosísimo Labeón, D. 19, 2, 60, 8, donde se discute 

si el arrendatario de un vehículo debe pagar el «peaje» establecido por pasar un 
puente. 

(501) Pacifici-Mázzoni, Delle locazioni, págs. 279 y ss., n.°" 156 y ss.; Abello, 
Deüa locazione, t. I, pág. 520; Baudry, De louage, t. I, pág. 349, n.° 613; Castán, 
Derecho civil..., 8." ed., t. IV, pág. 262. 
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gastos necesarios cuyo pago corresponda al arrendador, y que hayan 
sido pagados por el arrendatario. 

Para perfilar el primero de los requisitos enunciados hay que distin­
guir entre gastos necesarios y gastos de mantenimiento, entre gastos 
necesarios y gastos útiles y voluptuarios, y, por fin, entre gastos nece­
sarios a cargo del arrendatario y a cargo del arrendador, porque sólo 
respecto de estos últimos jugará la obligación de reembolsar en su caso. 

Se impone, en primer lugar, la distinción entre gastos necesarios y 
gastos de mantenimiento. Si bien el C. c. no define los gastos necesarios, 
entiende la doctrina y la jurisprudencia que son aquellos que han de 
ser hechos para evitar el perecimiento o grave deterioro de la cosa; 
gastos de mantenimiento, en cambio, son los precisos para lograr que 
la cosa funciones debidamente o dé sus productos (502). La distinción 
es especialmente interesante para el arrendamiento de automóviles, ya 
que éstos requieren para su funcionaminto ciertos gastos, singular­
mente de combustible, que, claro está, han de ser abonados por el arren­
datario sin posibilidad de reembolso alguno (503). 

Excluidos los gastos de funcionamiento, hay que distinguir los nece­
sarios de los útiles (504) y de los voluptuarios (505). Por la remisión que 
hace el artículo 1.573 del C e . a las disposiciones del usufructo (506), si 
el arrendatario ha hecho algún gasto útil o voluptuario en el vehículo 
no le será reembolsado, quedándole tan sólo el derecho a retirar la 
mejora cuando sea posible sin detrimento del objeto. 

Finalmente, hay que señalar que no todos los gastos necesarios van 
a dar lugar al reembolso, porque algunos corresponden al arrendatario: 
los debidos a reparaciones por daños que él mismo haya causado dolosa 
o culposamente, considerando que responde de la pérdida o deterioro 
del vehículo teniendo en contra la presunción de culpabilidad y corres-
pondiéndole, por tanto, la carga de la pirieba de su ausencia de culpa 
( C e , artículo 1.563). 

128. El segundo requisito para que pueda pedirse el reembolso al 
arrendador es que los gastos hayan sido pagados previamente al arren­
dador (507), sin embargo, es preciso investigar si cabe la posibilidad de 

(502) Ya establecía esta distinción Pothier (De louage, n.° 129; Oeuvres, t. 3, 
página 288) respecto al alquiler de caballos. Modernamente, véase en nuestra doc­
trina Mucius Scaevola, Código civil..., t. 8, pág. 453. 

(503) Sobre éstos gastos de funcionamiento suelen pactar las partes; así, los 
abonos por la cantidad consumida cuando se entrega el automóvil con el com­
bustible. 

(504) Los que sin ser necesarios hacen la cosa más productiva o aumentan 
su valor. 

(505) Los que simplemente adornan o embellecen la cosa. 
(506) C e , art. 487. 
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que sean hechas por el arrendatario. A primera vista, pudiera parecer 
que ello no es posible, pues el arrendatario debe comunicar urgente­
mente la necesidad de las mismas ( C e , artículo 1.559, párrafo 2.°), 
para que el arrendador las realice; pero siendo el automóvil una má­
quina destinada a moverse, frecuentemente se manifestará la avería 
cuando se halle sustraído a la acción del arrendador. Cuando la noti­
ficación no sea posible o suponga un considerable retraso esperar a que 
el arrendador se haga cargo de la reparación, puede el arrendatario 
ordenarla por sí, pagándola y pidiendo al arrendador el reembolso (508); 
incluso deberá el arrendatario actuar así cuando exista peligro de pér­
dida o destrucción del vehículo (C. c , artículos 1.555, núm. 2°, y 1.563 
del C. c.) (509). También es frecuente que el arrendador, debidamente 
avisado de la necesidad de la reparación, autorice al arrendatario a or­
denarla, prometiéndole el reembolso del importe. 

Un argumento favorable a la posibilidad de que el arrendatario 
ordene las reparaciones, y las abone, se halla en el artículo 1.158 del 
C. c , según el cual, «Puede hacer el pago cualquier persona, tenga o no 
interés en el cumplimiento de la obligación, ya lo conozca y lo apruebe, 
o ya lo ignore el deudor.—El que pagare por cuenta de otro podrá recla­
mar del deudor lo que hubiese pagado, a no haberlo hecho contra su ex­
presa voluntad.—En este caso sólo podrá repetir del deudor aquello en 
que le hubiese sido útil el pa,go»; el razonamiento legal es aplicable al 
caso examinado: el arrendador debe pagar la reparación necesaria y otra 
persona (arrendatario) lo hace por él, pudiendo repetir la cantidad abo­
nada, puesto que se ha invertido en su utilidad. Como argumento ana­
lógico se puede citar también el artículo 110 de la Ley de Arrendamien­
tos Urbanos, según el cual, se autoriza al arrendador, en ciertos casos, 
a realizar reparaciones en la finca repitiendo el importe del arrendador. 

No suele hallarse en los formularios de las empresas dedicadas al 
alquiler de automóviles ninguna cláusula referente a estas reparaciones 
realizadas por el arrendatario, y sería conveniente que las partes pacta­
ran sobre ello. 

129. La obligación del arrendador de abonar gastos necesarios es 
una obligación pecuniaria sometida a las reglas generales que nace para 

(507) Son las reparaciones necesarias a que se refiere el n.° 2° del art. 1.554 
del C e . 

(508) Sería absurdo negar esta posibilidad; el interés de ambas partes se ve 
protegido mejor si el arrendatario ordena la reparación que si espera a que el 
arrendador se haga cargo de ella reclamándole después daños y perjuicios si 
hubo retraso. 

(509) Pothier, ob. cit., n.° 129; Oeuvres, t. 3, págs. 287 y 288; Guarino, Lo-
cazione, págs. 57 y 58, n.° 16. 
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el arrendador en el momento mismo en que el arrendatario paga la 
reparación: en consecuencia, puede éste reclamar la cantidad debida 
aun antes de expirar el contrato, pero, en todo caso, tiene el arrenda­
tario derecho a compensar los gastos realizados con las rentas debidas, 
siempre que pruebe que correspondían al arrendador (C. c , artícu­
los 1.195 y ss.) 

130. Un punto interesante, en orden al reembolso por reparaciones 
necesarias, es el de averiguar si tendrá el arrendatario derecho de reten­
ción sobre la cosa arrendada hasta que se le abonen las cantidades de­
bidas; la cuestión es confusa, pues en el «ius retentionis» todo se discute, 
desde su naturaleza jurídica (510) hasta los supuestos en que debe 
aplicarse. 

Siendo el derecho de retención un recurso extremo, lindero con la 
justicia privada, es evidente que no se debe admitir más que cuando 
una norma expresamente lo establezca (511); no hay norma especial 
que lo conceda al arrendatario, pero sí la general del artículo 453 del 
C. c , cuando dispone que «los gastos necesarios se abonan a todo po­
seedor; pero sólo el de buena fe podrá retener la cosa hasta que se le 
satisfagan». Efectivamente, el arrendatario es poseedor de buena fe (512), 
y con base en esta cualidad se puede afirmar que en el caso examinado 
tiene derecho a retener el vehículo para compeler al arrendador al abo­
no de los gastos necesarios. 

Parece de justicia admitir el derecho de retención para el arrenda­
tario de un automóvil, porque de otro modo puede serle difícil com­
pensar los gastos realizados con las rentas debidas, que, en la práctica, 
suelen ser detraídas por el arrendador de un depósito previo exigido al 
arrendatario en garantía del cumplimiento de sus obligaciones; no sería 
arbitrario que el arrendatario pudiera retener el vehículo en garantía 
del cumplimiento de las obligaciones de la otra parte. 

Sin embargo, hay que advertir que la doctrina (513) y la jurispru­
dencia (514) se muestran rotundamente contrarias a la admisión del 
«ius retentionis» para el arrendatario, aunque con argumentos poco 

(510) Viñas Mey, «El derecho de retención», RDP, 1922, págs. 102 y ss., y 
1923, págs. 1 y ss.; Nardi, «Sulla ritenzione in diritto romano», en Archivio Giu-
ridico Serafini, t. XVIII, 1940, págs. 74 y ss.; Catala-Franjou, «De la nature jurl-
dique du droit de rétention», Rev. Trim. de Dr. Civ., 1967, págs. 9 a 44. 

(511) Véase una relación de los autores que mantienen diversas posiciones 
al respecto en Beltrán de Heredia de Onís, El derecho de retención en el Código 
civil español. 

(512) Véase §§ 39 y 114. 
(513) López de Haro, El derecho de retención, págs. 136 y 137. 
(514) Sentencias de 22 de diciembre de 1865 (referente a Part. 5.", tít. VIII, 

ley 24), 23 de mayo de 1951, Cd.° 2.°, y 5 de marzo de 1960. 



424 Antonio Díaz Bautista 

convincentes. De una parte, porque se niega al arrendatario la condición 
de poseedor, residuo de la idea romana que niega tal carácter a los de­
tentadores «nomine alieno», hoy totalmente superada en la legislación 
y en la doctrina. De otra parte, y es el argumento que se suele esgrimir 
en las decisiones jurisprudenciales, el artículo 1.600 de la L. E. C, que 
dispone que «no será obstáculo para el lanzamiento que el inquilino 
o colono reclame como de su propiedad labores, plantíos o cualquier 
otra cosa que no se pueda separar de la finca...»; este precepto está 
situado entre los relativos al juicio de desahucio que, por su propia 
naturaleza, son aplicables solamente a los arrendamientos de inmuebles, 
no debiendo, pues, extenderse a otros casos diferentes (515). 

131. Para el reembolso de gastos necesarios puede hallarse el arren­
datario en la situación de acreedor privilegiado; para ello será preciso 
que no se ejercite el derecho de retención y que el arrendador se halle 
en situación de insolvencia declarada. Es incompatible el privilegio con 
el derecho de retención, porque el precepto que lo ordena (artículo 1.922 
del C. c.) se refiere a «bienes muebles que estén en poder del deudor: 
no podrá darse si el arrendatario (acreedor del reembolso) retiene el 
vehículo. También es requisito incontestable la insolvencia, porque el 
privilegio se establece para los supuestos de concurso y quiebra. 

Si el arrendador no es comerciante y se halla en concurso de acree­
dores, tendrá el arrendatario preferencia sobre los demás para hacer 
efectivo su derecho a reembolso sobre el automóvil («créditos por... 
reparación, conservación...», artículo 1.922, núm. 1.°, del C e ) . 

Si el arrendador es comerciante, supuesto más frecuente, y se halla 
en situación de quiebra, tendrá el arrendatario el mismo privilegio, 
pero en tercer lugar, por la remisión del artículo 913 del C. de Comercio 
en su número 3.° a los «privilegiados por derecho común». 

2. OBLIGACIONES DEL ARRENDATARIO 

a) Pago del precio 

132. Esta obligación, derivada de la esencia misma de la relación 
arrendaticia, resulta de la definición que da del arrendamiento de cosas 
el artículo 1.543 del C e . («... por tiempo determinado y precio cierto»), 
pero, además, la impone expresamente el artículo 1.555 del C e . en su 
número 1.°. El precio suele revestir especiales características, ya estu­
diadas al tratar de los elementos objetivos (516). 

(515) Sentencia de 3 de julio de 1911. 
(516) Véase § 92. 
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Aun admitiendo la posibilidad, más hipotética que real, de pago en 
especie, normalmente se t ra ta de una obligación pecuniaria a la que 
es aplicable el artículo 1.170 del C. c , y en especial sus párrafos segundo 
y tercero, ya que es frecuente, en la práctica actual, entregar en pago 
cheques contra una cuenta corriente b a n c a d a o letras de cambio acep­
tadas (517). 

Respecto a las personas que intervienen en el pago del precio, son 
aplicables las reglas generales. Está obligado a hacerlo el deudor, esto 
es, el ar rendatar io , su representante legal cuando fuere menor o incapa­
citado, o sus herederos, pues a ellos se t ransmiten sus obligaciones con­
tractuales ( C e , artículo 1.257); pero también puede ser hecho por ter­
ceros extraños al contrato y no obligados a ello ( C e , artículos 1.158 
y 1.159). Puede recibir el pago el a r rendador o una persona autorizada 
por él ( C e , artículo 1.162); cabe pagar a un tercero siempre que el 
pago se convierta en utilidad del a r rendador (Ce, artículo 1.163, pá­
rrafo 2.°). En la práctica comercial suele hacerse el pago a una persona 
autorizada por el arrendador , un empleado suyo encargado de la oficina 
correspondiente. Como en cualquier o t ra obligación, podrá el arrenda­
tario l iberarse de la deuda mediante el ofrecimiento de pago y la con­
signación de la cosa debida (el precio en este caso), en los supuestos 
del artículo 1.176 del C e . 

En caso de pluralidad de arrendatar ios de un mismo vehículo, no 
se podrá presumir la solidaridad, habrá que inclinarse, a falta de espe­
cial determinación de las par tes , por la mancomunidad ( C c , artícu­
lo 1.137) (518). 

133. El t iempo en que debe hacerse el pago será el pactado, y, a 
falta de pacto, el que señale la cos tumbre de la t ierra ( C c , artícu­
lo 1.574). En el arrendamiento, en general, se suele mantener que el 
módulo de t iempo empleado para fijar la renta contiene táci tamente 
los términos de su pago; así se pagará según se haya pactado la renta 
por días, semanas, meses o años (519). Pero en el alquiler de vehículos, 
normalmente de corta duración, y cuya renta se fija de ordinario por 
días, no es fácil pensar que el ar rendatar io pueda pagar cada día su 
par te de renta si se halla de viaje; por ello, el uso consagrado es pagar 
a la terminación del arr iendo con la devolución del vehículo, aunque 

(517) Lo cual puede suponer entre otras la ventaja para el arrendador de 
sustituir su acción ordinaria por la ejecutiva derivada del título impagado y pro­
testado. 

(518) Pacifici-Mazzoni, Delle locazioni, n.° 118; Abello, Della locazione, t. 1, pá­
gina 458, n.° 75, d. En contra, Baudry, De loatige, t. 1, págs. 502 y 503, n.° 874. 

(519) Los códigos latinos no dictan esta regla, pero sí el B. G. B., párrafo 1° 
del parágrafo 551; véase Von Gierke, Deutsches Privatrech, t. 3, parág. 196, pág. 522. 
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se pueden pactar otros términos de pago durante el curso del contrato 
o incluso antes de comenzar la ejecución. En arrendamientos de larga 
duración, por ejemplo en el «leasing», se suelen pactar unos términos 
mensuales para el pago parcial de las rentas. 

A veces aparece, en los formularios de los arrendadores profesio­
nales, una cláusula en virtud de la cual el arrendatario se obliga a pagar 
«al ser requerido para ello» la totalidad de la renta, lo que parece 
indicar la posibilidad de que el arrendador se reserve el derecho a exi­
girla en cualquier momento; sin embargo, parece, en general, contrario 
a la naturaleza del contrato reclamar las rentas antes de cumplir el 
arrendador su contraprestación. Normalmente, la obligación de pagar 
el precio se considera como obligación a término (520). 

Para determinar el lugar del pago del precio habrá que estar a lo 
que las partes hayan pactado, según dispone el párrafo inicial del ar­
tículo 1.171 del C. c ; si no se ha designado, y siendo, por lo general, una 
suma de dinero, «el lugar del pago será el del domicilio del deudor» 
(C. c , artículo 1.171, párrafo final). Sin embargo, en el arrendamiento 
de automóviles existe el uso generalizado de pagar en la oficina de la 
empresa arrendadora al devolver el vehículo; no se trata de un uso 
«contra legem», sino más bien de un pacto tácito deducible del uso 
y que ha de ser tenido en cuenta en la interpretación del contrato (C. c , 
artículo 1.287). La cuestión no es grave, porque si el arrendatario no 
paga las rentas a la terminación del arriendo, es evidente que el arren­
dador lo requerirá en su domicilio. 

Las cuestiones relativas a tiempo y lugar del pago se ven simplifica­
das en la práctica del arrendamiento organizado de vehículos por la 
exigencia, por parte de las empresas arrendadoras, de una cantidad de 
dinero en depósito como garantía del cumplimiento de las obligaciones 
del arrendatario. El pago suele consistir en detraer de esta suma el 
precio del alquiler, devolviendo el resto, si lo hay, o exigiendo sólo la 
diferencia. 

No ofrecen especial interés los gastos del pago de la renta, porque 
no suele haberlos. Si la deuda se saldara mediante la entrega de efectos 
mercantiles (letra de cambio especialmente), las partes se pondrán de 
acuerdo sobre el pago de los gastos que ocasione el giro del efecto. 
Tampoco hay que detenerse en la prueba del pago, pues podrá hacerse 
por los medios admitidos en Derecho, sin que haya norma especial apli­
cable a este caso. 

Resulta de la propia naturaleza del vínculo arrendaticio la recipro-

(520) Abello, ob. cit., t. 1, pág. 464, n.° 76 b; Baudry, ob. cit., t. 1, págs. 493 
y 494, n."" 859 y 860. 
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cidad entre el pago del precio por el arrendatario y las obligaciones a 
cargo del arrendador (cesión y mantenimiento del goce pacífico). Ambas 
contraprestaciones quedan mutuamente condicionadas, dando lugar a 
la «exceptio non adimpleti contractus» formulada con carácter general 
en el artículo 1.124 del C e , y que se concreta para el arrendamiento 
en el 1.556 del mismo cuerpo legal. Por ello, las perturbaciones del goce 
pacífico provinientes del arrendador dispensarán al arrendatario del 
pago del precio en la medida en que no ha podido gozar de la cosa; 
así lo reconoce la doctrina (521) y la jurisprudencia (522). Del mismo 
modo cesará la obligación de pagar el precio cuando el arrendatario no 
haya podido gozar del automóvil por haber perecido o haber quedado 
inservible sin culpa suya (523). 

134. Cuando el arrendatario no pague el precio en los términos 
convenidos, expresa o tácitamente, podrá optar el arrendador entre 
resolver el contrato con indemnización de daños y perjuicios o sólo la 
indemnización dejando el contrato subsistente (C. c , artículo 1.556); 
la resolución del contrato podrá interesar al arrendador cuando el pre­
cio se hubiere de pagar antes de la terminación, pero en el alquiler de 
automóviles será normalmente imposible, porque se suele convenir el 
pago para un momento en que el arrendador ha cumplido ya su pres­
tación. Por ello, generalmente el arrendador optará por exigir el cum­
plimiento de la obligación del arrendatario más la indemnización de 
daños y perjuicios causados por el retraso. Como el precio será una 
deuda pecuniaria, coincidirá el cumplimiento forzoso con la prestación 
debida: habrá ejecución «in natura» sin necesidad de acudir a la in­
demnización sustitutoria. 

La indemnización de daños y perjuicios por el retraso consistirá 
en el pago de los intereses pactados o, en su defecto, el interés legal 
( C e , art. 1.108). El problema reside en determinar desde qué momento 
comienzan a computarse los intereses: de una parte, el primer párrafo 
del citado precepto requiere que el acreedor exija, judicial o extraju-
dicialmente, el cumplimiento de su obligación; de otra, el párrafo final 
determina que, desde que uno de los obligados cumple su obligación 
empieza la mora para el otro. La opinión más extendida viene a con-

(521) Pothier, De louage, n."' 139 a 143 (Oeuvres, t. 3, págs. 293 y 294); Gui-
llouard, t. 1, pág. 222, n.° 222. 

(522) En sentencias de 26 de diciembre de 1942 y sobre todo la de 16 de mar­
zo de 1944, muy interesante para nosotros porque contempla un caso de arrenda­
miento de un camión; afirma el principio general en el Cd.° 2.° 

(523) En contra de la mayoría de los autores, entiende Albaladejo (Derecho 
civil, ed. 1970, t. II, págs. 67 y 68, n.° 64) que no hay extinción de la obligación 
por imposibilidad de la prestación recíproca, sino resolución por incumplimiento 
sin que medie indemnización, pues el incumplimiento no es imputable. 
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siderar que en las obligaciones recíprocas no es necesaria la intimación 
al deudor, bastando con el cumplimiento de la contraprestación (524); 
pero se va abriendo paso la tesis que exige en este caso los dos requi­
sitos: cumplimiento de la contraprestación y requerimiento al deu­
dor (525). 

Es interesante examinar si proceden en el alquiler de automóviles 
las dos garantías que la Ley concede al arrendador para cobrar la 
renta: derecho de retención y privilegio. 

El derecho de retención del arrendador resulta de los artículos 1.601 
a 1.603 de la L. E. C, se hace efectivo judicialmente y recae sobre los 
bienes del arrendatario que se hallen en la finca arrendada. Cabría pen­
sar que, por analogía, el arrendador a quien no se le pague el precio, 
puede retener los bienes del arrendatario introducidos en el vehículo, 
especialmente cuando éste es de carga; aunque quizá hubiera razones 
de justicia para admitirlo, parece que no procede: este derecho viene 
reconocido en unos preceptos de la ley procesal referentes al juicio de 
desahucio y, por tanto, sólo son aplicables a los inmuebles (526). 

La otra garantía es el privilegio que concede el número 7.° del ar­
tículo 1.922 a «los créditos por alquiler y rentas de un año sobre los 
bienes muebles del arrendatario existentes en la finca arrendada y 
sobre los frutos de la misma». También aquí cabe discutir si este privile­
gio podrá hacerse efectivo sobre los objetos introducidos o cargados 
en el vehículo arrendado, cuando sean propiedad del arrendatario y 
éste caiga en concurso o quiebra (527). Aunque se ha mantenido la apli­
cación de este privilegio a los arrendamientos de muebles destinados 
por su naturaleza a contener otros objetos (528), la opinión más cer­
tera y extendida es la contraria (529). El precepto se refiere exclusiva-

(524) Recoge Albaladejo (ob. cit., t. II, pág. 130, nota 133) las sentencias de 
15 de febrero de 1905, 31 de mayo de 1916, 24 de octubre de 1941, 9 de noviembre 
de 1944, 22 de marzo de 1950, 17 de marzo de 1956 y 17 de enero de 1967. 

(525) Posición mantenida por Albaladejo, «La mora en las obligaciones recí­
procas», RCDI, 1968, págs. 9 y ss., y ob. cit., n.° 50, recogiendo en su favor las sen­
tencias de 17 de octubre de 1924, 13 de abril de 1931, 15 de marzo de 1934 y 20 
de febrero de 1950; Diez Picazo la admite sólo cuando el cumplimiento de ambas 
prestaciones no es simultáneo (Fundamentos del Derecho civil patrimonial, pá­
ginas 676 a 679, n."" 816 a 820, y «El retardo, la mora y la resolución de los con­
tratos sinalagmáticos», ADC, 1969, págs. 393 y ss.). 

(526) Sentencia de 3 de julio de 1911. 
(527) En la quiebra se refiere a los créditos privilegiados por derecho co­

mún el art. 913, n.° 3.°, del C. de C. 
(528) Valéry, «Le louage de meubles», en Anuales de Droit Commercial, 1895, 

número 44, pág. 103 (citado por Aballo, ob. cit., t. II, págs. 680 y 681). 
(529) Abello, ob. cit., t. II, págs. 680 a 684, n.° 284 a; Baudry-Lacantinerie y De 

Loynes, Du nantissement, des priviléges et hypothéques et de l'expropiation for­
cee, t. 1, n.° 357, pág. 360; Aubry y Rau, Cours..., t. 3, n." 261, nota 2, págs. 225 
y 226; Laurent, Principes..., t. 29, n.° 380, pág. 410; Gullón Ballesteros, «El crédito 
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mente a inmuebles, no sólo por el tenor literal de la palabra «finca», sino 
por una interpretación histórica (530) y por las dificultades para hacer­
lo efectivo. 

No hay especialidad en el alquiler de automóviles en orden a la 
prescripción de las rentas: el plazo será de cinco años por aplicación 
del número 3.° del artículo 1.966, referente a «cualesquiera otros pagos 
que deban hacerse por años o en plazos más breves», ya que se acos­
tumbra, en este contrato, a fijar los pagos de rentas por períodos infe­
riores a un año. Sólo en los casos infrecuentes en que se pactara por 
períodos superiores habrá que aplicar el término general de la pres­
cripción para las acciones personales de quince años (C. c , artícu­
lo 1.964), aunque se podría mantener el de cinco por analogía con el 
que rige para los arrendamientos de inmuebles ( C e , artículo 1.966, 
número 2.°). El plazo de prescripción empezará a contarse desde que 
pudo reclamarse la obligación de pagar el precio, se interrumpe por las 
causas generales. 

b) Uso diligente del automóvil 

135. Se recoge esta obligación en el número 2° del artículo 1.555, 
que dispone que el arrendatario está obligado «a usar de la cosa arren­
dada como un diligente padre de familia, destinándola al uso pactado, y 
en defecto de pacto, al que se infiera de la naturaleza de la cosa arren­
dada según costumbre de la tierra». 

Entiende la doctrina (531) y la jurisprudencia (532) que este precep­
to lleva consigo, en primer lugar, la obligación para el arrendatario de 
usar la cosa, ya que el desuso puede serle dañoso (533). Pero esta afir­
mación, válida para el arrendamiento de inmuebles, raramente será 
aplicable al de automóviles (534). 

El deber de usar diligentemente la cosa arrendada se descompone 
en dos obligaciones íntimamente relacionadas entre sí: usar de la cosa 

privilegiado en el Código civil», ADC, 1958, págs. 435 a 484, especialmente pág. 472. 
(530) Su origen se halla en la «perclusio» o cierre de la finca por el arren­

dador. 
(531) Pothier, De louage, n.° 189 (Oeuvres, t. 3, pág. 312); Aubry y Rau, Cours..., 

tomo V, n.° 367, pág. 308; Baudry, De loauge, t. 1, pág. 427, n.° 753; Guillouard, De 
louage. t. 1, n.° 194, pág. 199. 

(532) Sentencias de 22 de junio de 1920, 31 de marzo de 1926, 17 de febrero 
de 1953 y 23 de junio de 1959. 

(533) Pérez González y Alguer, Notas a Ennecerus, t. II, vol. II, 1." parte, pá­
gina 286. 

(534) Por la corta duración del contrato y la naturaleza del automóvil que 
no se deteriora por el desuso si se toman las medidas pertinentes para su con­
servación. 
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como un buen padre de familia, y destinarla al uso pactado o al que se 
infiera de la naturaleza de la cosa según costumbre de la tierra (535). 

No es tarea fácil determinar criterios exactos para establecer la di­
ligencia que debe exigirse al arrendatario en el uso del automóvil. La 
fórmula de abolengo romano, el «bonus pjaterfamilias», aludida por el 
artículo 1.555, no resulta útil más que integrándola con los criterios 
que señala el artículo 1.104 del C e , «aquella diligencia que exija la 
naturaleza de la obligación y corresponda a las circunstancias de las 
personas del tiempo y del lugar». En suma, no se tratará de una dili­
gencia «in abstracto», sino «in concreto», que sólo podrá ser estable­
cida en cada caso (536). 

El uso diligente del automóvil implicará un cuidado de la máquina, 
atención al estado de la misma y prudencia en la conducción a fin de 
evitar desperfectos o deterioros; en suma, el arrendatario habrá de 
llevar con el vehículo alquilado los cuidados y atenciones que un con­
ductor cuidadoso lleva normalmente con su propio automóvil (537). 

En segundo lugar, está obligado el arrendatario a usar la cosa arren­
dada seigún su destino, lo cual, a tenor del precepto legal, tiene una 
doble manifestación alternativa: destinarla al uso pactado y, en defecto 
de pacto, al que se infiera de la naturaleza de la cosa arrendada según 
costumbre de la tierra. 

Generalmente, los términos de la convención señalarán el uso que 
se puede hacer del vehículo alquilado o permitirán un destino especial 
del mismo. Así, es frecuente hallar en los formularios cláusulas por las 
cuales el arrendatario se compromete a no sobrecargar el vehículo 
llevando más pasajeros que los permitidos para cada tipo, que el ve­
hículo deberá ser adecuadamente estacionado y protegido de deterioro 
por las heladas, prohibiendo utilizar el vehículo para el transporte de 
personas o de cosas mediante alquiler, o en cualquier carrera de velo­
cidad o competición deportiva pública o privada: en algunos formula­
rios aparece la prohibición de transportar animales u objetos que pue­
dan manchar o dañar el vehículo, ni enseñar a conducir a otra persona. 
En casos especiales pueden aparecer otras cláusulas cuando se trate de 
vehículos especialmente equipados para actividades determinadas: ca­
miones frigoríficos, máquinas excavadoras, quitanieves, etc. 

Pero puede suceder que nada se haya pactado o que las reglas mar­
cadas por la convención dicten sólo unos límites generales sin precisar 
detalles referentes a la utilización del vehículo; en tal caso habrá de 

(535) Baudry, ob. cit., t. 1, n." 715, pág. 403. 
(536) Véase § 99, nota 7. 
(537) Culioli, La location d'automobiles, pág. 151, n.° 10. 
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acudirse al uso «que se infiera de la naturaleza de la cosa arrendada 
según costumbre de la tierra» ( C e , art. 1.555). En el alquiler de auto­
móviles, donde no actuará la costumbre de la tierra, tendrá gran im­
portancia la apelación a la naturaleza de la cosa: la configuración téc­
nica del vehículo constituirá la más sólida base para calificar o no de 
diligente la actuació ndel arrendatario (538). En consecuencia, cualquier 
uso anormal puede ser rechazado, salvo que un pacto expreso lo au­
torice. 

Si el arrendatario incumple su obligación de usar el automóvil dili­
gentemente, podrá el arrendador, como en todos los casos de incum­
plimiento de obligaciones derivadas de este contrato, resolverlo o de­
jarlo subsistente, y, en todo caso, pedir la indemnización de los daños y 
perjuicios causados ( C e , artículo 1.556) (539). 

c) Responsabilidad por deterioro o pérdida del automóvil 

136. La obligación de responder por la pérdida o deterioro que 
pueda sufrir la cosa arrendada recae, en términos generales, sobre el 
arrendatario. Es, en cierto modo, consecuencia y complemento de la 
obligación de usar diligentemente, pues la Ley establece la presunción 
de que la pérdida o deterioro de la cosa en poder del arrendatario se 
deben a su negligencia. 

Esta responsabilidad es la herencia de la vieja obligación de custo­
dia del Derecho romano, que recaía sobre todo poseedor de cosa ajena y 
que sólo dejaba de actuar en caso de fuerza mayor (540). 

En el C. c. se configura esta responsabilidad a través de los artícu­
los 1.563 y 1.564; el primero hace responsable del deterioro o pérdida 
que tuviese la cosa arrendada, a no ser que pruebe haberse ocasionado 
sin culpa suya; el segundo, lo hace también responsable del deterioro 
causado por las personas de su casa. La presunción es rigurosa, ya que 
carga al arrendatario la prueba de su ausencia de culpa (541), lo cual 
puede presentar dificultades al tratarse de un hecho negativo. 

No es preciso insistir sobre la importancia que reviste esta respon­
sabilidad en el arrendamiento de automóviles dado el crecido número 

(538) ídem, ob. y lugar cit. Ya se refería a esta cuestión Pothier (ob. y lu­
gar cit.) respecto al alquiler de caballos. 

(539) En cambio, en el B. G. B. (parág. 55) el arrendador sólo tiene acción 
para lograr que cese el abuso. 

(540) Jors-Kunkel, Derecho privado romano, pág. 250, n.°" 109-2; D'Ors, Dere­
cho privado romano, págs. 384 y 385, parág. 140. 

(541) Tune, «Forcé majeure et absence de faute en matiére contractuelle», 
Rev. Trim. de Dr. Civ., 1945, págs. 235 a 239. Considera inaplicable esta presun­
ción a los arrendamientos de muebles Mazeaud, Legons..., t. III, pág. 1.084, n.° 1.310. 
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de accidentes de circulación y la facilidad con que un uso negligente 
del vehículo puede ocasionarle desperfectos. 

La complejidad mecánica del automóvil y la rapidez con que ocu­
rren los accidentes harán difícil al arrendatario demostrar su ausencia 
de culpa; tanto si el desperfecto se debe a avería, como si deriva de 
accidente, será de capital importancia la prueba pericial. Si el arrenda­
tario no logra establecer su ausencia de culpa cargará con el importe 
de la reparación y las indemnizaciones correspondientes; si lo consigue, 
corresponderá la reparación al arrendador: bien por el principio gene­
ral de mantenimiento en el goce pacífico (C. c , artículo 1.554, núm. 3.°), 
bien en virtud de su responsabilidad por vicios ( C e , art. 1.553) (542). 
Una vía a través de la cual podrá el arrendatario probar su inculpabi­
lidad será demostrando la culpa exclusiva de un tercero. 

Singular mención merece el caso ^or otra parte usual, de pérdida 
del vehículo por hurto (543). En. el Derecho romano no exoneraba el 
hurto de la responsabilidad por custodia, pero actualmente parece 
que el supuesto debe quedar sometido a las reglas generales y el arren­
datario quedará exento de responsabilidad si prueba que no facilitó 
negligentemente la sustracción. 

En cuanto a la responsabilidad del arrendatario por el deterioro 
causado por las personas de su casa (C. c , artículo 1.564), parece que 
hay que entender que se trata de las personas de las que el arrendatario 
debe responder por estarle sometidas: los familiares bajo su potestad y 
los empleados. En cambio no responderá por aquellas personas que, 
aun viviendo en la misma casa que el arrendatario, no estén sometidas 
a éste. Puesto que el artículo 1.564 está pensado para los inmuebles, no 
es aventurado afirmar que el arrendatario será responsable por la pér­
dida o deterioro del vehículo, causados por las personas que él ha in­
troducido en el mismo; responderá por culpa «in eligendo» o «in vigi­
lando» (544). 

137. Toda la problemática de las reparaciones y de la responsabili­
dad del arrendatario por deterioro del vehículo suele estar modalizada 
por dos factores: las cláusulas convencionales y la existencia de seguro. 

Las cláusulas contenidas en los formularios utilizados por las em­
presas de arrendamiento tienden a cargar al arrendatario toda respon-

(542) Véase §§ 110 y 122 a 124. 
(543) Véase el estudio criminológico de Serrano Gómez, Sustracción de vehícu­

los en España (Secretaría Técnica del Ministerio de la Gobernación. Colección de 
Estudios, n.° 13). 

(544) Una enumeración de las que se consideran personas de la casa por las 
que debe responder el arrendatario puede hallarse en Baudry, ob. cit., t. 1, n.° 932, 
página 536. 
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sabilidad por deterioros en el vehículo, como si los hubiera ocasionado 
éste por su uso poco cuidadoso; aunque tal presunción resulte cierta en 
muchos casos, hay que salvar la posibilidad de que el arrendatario 
pruebe su falta de culpa. No se debe olvidar que las cláusulas de irres­
ponsabilidad puestas por la empresa en un contrato de adhesión son 
de muy dudosa validez y, por lo menos, de interpretación estricta. 

Las empresas de alquiler de automóviles suelen ofrecer, a veces 
imponer, a sus clientes la posibilidad de beneficiarse de un seguro de 
daños en el vehículo mediante el pago de una cantidad adicional (545). 
Este seguro puede cubrir los daños en el vehículo de forma ilimitada 
(«a todo riesgo») o limitada, desde o hasta cierta cuantía. Si el arren­
datario ha suscrito este seguro, las reparaciones, dentro de la cober­
tura del mismo, serán de cargo del asegurador; pero no por ello pierde 
interés el establecimiento de la responsabilidad, bien porque el desper­
fecto exceda de los límites máximos o mínimos, cuando los haya, del 
seguro, bien porque interese al asegurador probar la culpa del arren­
dador o de un tercero para repetir contra ellos la indemnización sa­
tisfecha. 

d) Comunicación de novedades dañosas 

138. Dispone el artículo 1.559 del C e . que «El arrendatario está 
obligado a poner en conocimiento del propietario, en el más breve plazo 
posible, toda usurpación o novedad dañosa que otro haya realizado o 
abiertamente prepare en la cosa arrendada. También está obligado a 
poner en conocimiento del dueño, con la misma urgencia, la necesidad 
de todas las reparaciones comprendidas en el número 2° del artícu­
lo 1.554. En ambos casos será responsable el arrendatario de los daños 
y perjuicios que por su negligencia se ocasionaren al propietario». 

Dicta este precepto una obligación de hacer a cargo del arrendata­
rio. Aunque señala que se ha de hacer al propietario, hay que entender 
que se refiere al arrendador: la finalidad de la notificación es dar lugar 
a que el arrendador responda de las perturbaciones de derecho o haga 
las reparaciones necesarias, y ello corresponde al arrendador, aunque 
no sea propietario. 

Los supuestos en que debe darse este aviso ya se han estudiado (546). 
Sólo cabe señalar que el término «usurpación» no hay que entenderlo 

(545) Junto a las cantidades que haya de pagar por prima del Seguro Obliga­
torio y del seguro voluntario de responsabilidad que se concierta, normalmente, 
para cubrir daños a terceros excedentes de la cobertura del Seguro Obligatorio. 

(546) Véase §§ 108 y 112. 
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sólo en el sentido que se le da en Derecho penal de ocupación violenta 
de un inmueble, sino en el de cualquier acto capaz de lesionar los dere­
chos del propietario sobre la cosa arrendada (547). 

El artículo 1.559 del C e . señala que la notificación debe hacerse en 
«el más breve plazo posible», pero en la práctica suelen exigir los 
arrendadores que sea en un plazo máximo de cuarenta y ocho horas. 
Por aplicación del principio de buena fe contractual, habrá que estimar 
que no tendrá el arrendatario responsabilidad cuando se rebase este 
término por absoluta imposibilidad de dar el aviso. 

e) Pago de los gastos de escritura del contrato 

139. Esta obligación del arrendatario viene sancionada por el nú­
mero 3.° del artículo 1.555 del C. c. 

Muy escasa aplicación tendrá este precepto, ya que, como se señaló 
al tratar de los requisitos formales, no hay exigencias especiales de 
forma en este contrato. 

Existe la costumbre, en la práctica, de suscribir un formulario im­
preso cuando se arrienda un vehículo de una empresa dedicada a esta 
actividad (548). Pero se trata de un documento puramente privado y, 
por tanto, no ocasiona gastos. 

En los infrecuentes casos en que las partes pudieran otorgar escri­
tura pública, es lógico pensar que pactarán quién ha de cargar con 
los gastos de la misma. 

f) Devolución del automóvil 

140. La obligación de devolver la cosa arrendada a la terminación 
del plazo pactado es esencial en el contrato de arrendamiento de cosas, 
de manera que cuando falta, la convención se convierte en compra­
venta, como sucede en la locación-venta o «leasing» si el usuario opta 
por la adquisición al expirar el plazo (549). 

Se halla formulada esta obligación en el artículo 1.561 del C e , al 
disponer que «El arrendatario debe devolver la finca, al concluir el 
arriendo, tal como la recibió, salvo lo que hubiese perecido o se hu­
biera menoscabado por el tiempo o por causa inevitable». Como en otros 

(547) Baudry, De louage, t. 1, pág. 305, n.° 544; Guillouard, De loauge, t. 2, nú­
mero 532, pág. 80; Abello, Della locazione, t. 1, pág. 503; Pacifici-Mazzoni, Delle 
locazioni, pág. 272, n.° 151; Mucius Scaevola, Código civil..., t. 24-1.°, pág. 558. 

(548) Véase §§ 48 y 95. 
(549) Véase §§ 31 y 32. 
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casos, cabe entender fácilmente que este artículo no se refiere sola­
mente a las fincas, sino, en general, a la cosa arrendada. 

La cuestión de más interés en este punto radica en la determinación-
del estado en que se hallaba la cosa en el momento de la entrega, lo 
cual no siempre es fácil. Previendo esta dificultad, el artículo 1.562 
del C. c. establece la presunción «iuris tantum» de que el arrendatario 
recibió la cosa en buen estado (550). El arrendatario ha de probar, por 
tanto, que el mal estado del vehículo existía ya cuando se le entregó; 
prueba difícil por la gran complejidad técnica del objeto. 

La posición del arrendatario se hace aún más débil, si cabe, por 
virtud de una cláusula, que suele insertarse en los formularios, según 
la cual reconoce el arrendatario que recibe el vehículo en buen estado 
o en buenas condiciones mecánicas. Sin embargo, no se debe llevar esta 
afirmación más allá de sus justos límites; el arrendatario, en efecto, 
reconoce el buen estado del automóvil en la medida en que él puede 
saberlo. Un examen a fondo de la máquina supondría un lento y labo­
rioso trabajo y unos conocimientos especiales de mecánica de los que 
suele carecer el arrendatario. Por ello, la afirmación del arrendatario 
traduce, en el mejor de los casos, una li,gera inspección que no se puede 
elevar a la categoría de dictamen pericial. Tampoco se debe considerar 
esta afirmación como una renuncia del arrendatario a su derecho a pro­
bar que un deterioro existía ya al tiempo de la entrega, ya que se trata 
de una cláusula agravatoria de la situación del adherente (551), que 
debe ser interpretada de manera estricta. 

De todos modos, la situación del arrendatario se ve perjudicada por 
la presunción legal y por las cláusulas convencionales, y es recomen­
dable que realice un cierto examen del vehículo y sus accesorios con el 
fin de hacer constar en el contrato las anomalías que pueda obser­
var (552). 

El artículo 1.561 establece la excepción al principio general de «lo 
que hubiese perecido o se hubiera menoscabado por el tiempo o por 
causa inevitable», sin embargo, le corresponderá probar que el deterioro 
se produjo por estas causas y no por culpa suya (C. c , artículo L563). 
En el alquiler de automóviles no serán apreciables los menoscabos pro­
ducidos por el tiempo más que cuando se pacte una duración conside­
rable; más importancia tendrán, en cambio, los producidos por causa 
inevitable, esto es, por caso fortuito o fuerza mayor. 

(550) Tomada del art. 1.713 del C. de Napoleón. 
(551) Véase §§ 48 y 49. 
(552) En este punto, como en otros, el excesivo rigor de las normas o las cláu­

sulas viene a ser corregido por el respeto a la buena fe que preside las relaciones 
mercantiles y la conveniencia de tener contentos a los clientes. 
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El tiempo en que debe hacerse la devolución será el pactado, y cuan­
do nada se haya determinado, el momento en que termine la cesión del 
goce; tratándose de un contrato que se desarrolla en el tiempo, será al 
expirar éste cuando habrá que restituir el objeto (553). A veces parece 
dejarse al arbitrio del arrendatario, por ejemplo en el alquiler de auto­
móviles por horas, pero, en realidad, se trata de una duración en cierto 
modo indeterminada, aunque sobreentendiendo unos límites racionales. 

También hay que observar lo que exprese la convención respecto al 
lugar en donde debe hacerse la devolución. 

A falta de pacto, siendo inaplicable al automóvil el segundo párrafo 
del artículo 1.171 del C. c , parece que habría que devolverlo en el do­
micilio del deudor, en este caso el arrendatario, a tenor del párrafo 
tercero del mismo precepto. Pero lo normal es que se devuelva en las 
oficinas de la empresa arrendadora o en el garaje donde guarda los 
vehículos. Esta solución es la acostumbrada, ya porque así lo determi­
nan las partes, ya porque se puede considerar como pacto tácito en el 
alquiler sin conductor. Ofrece menos problemas el arrendamiento con 
conductor porque éste se hace cargo del vehículo tan pronto como 
expira el tiempo pactado. 

La devolución ha de hacerse al propio arrendador o a otra persona 
autorizada en su nombre; normalmente a un empleado suyo, que será 
el propio conductor cuando se haya alquilado con él. Se suele entregar 
al arrendatario un recibo consignando la devolución del vehículo y el 
pago del precio, en su caso; pero la prueba de la devolución puede 
hacerse por todos los medios admitidos en Derecho. 

141. En caso de incumplimiento de esta obligación, no parece que 
sea aplicable la doble alternativa que autoriza el artículo 1.556: ni puede 
el arrendador pedir la resolución de un contrato cuya prestación ha 
cumplido ya él, ni, por la misma razón, dejarlo subsistente. Ello no 
quiere decir que carezca de acción para recuperar el vehículo arren­
dado y reclamar daños y perjuicios, puede hacerlo, con base en el propio 
artículo 1.561, contra el arrendatario que se niega a la devolución; la 
única cuestión será si tal acción es real (reivindicatoría) o personal (554). 
Parece más acertado lo se,gundo, ya que se trata del cumplimiento de 
una obligación contractual, y la relación arrendaticia no queda rota por 
la retención injustificada de la cosa por parte del arrendatario; si la 

(553) C.c, art . 1.565. 
(554) La principal diferencia va a estribar en que la acción personal prescribe 

por el transcurso de quince años (C.c , art. 1.964) y la acción real sobre bienes 
inmuebles prescribe a los seis años de perdida la posesión (C .c , art. 1.962). 
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acción fuera reivindicatoria no podrían ejercitarla los arrendadores no 
propietarios, lo cual es, evidentemente, absurdo. 

Otra vía por la que el arrendador puede lograr la devolución del 
automóvil cuando el arrendatario se niegue a hacerla es la acción cri­
minal por apropiación indebida; el párrafo primero del artículo 535 
del C. penal castiga a los que en perjuicio de otro se apropiaren de 
cualquier cosa mueble que hubieren recibido por virtud de un título 
que obligue a devolverla (555), fórmula muy amplia en la que cabe per­
fectamente el alquiler de automóviles. La única dificultad será, enton­
ces, demostrar la existencia del dolo necesario para que el delito exista, 
esto es, la intención de apropiarse de la cosa. Si la acción real prospe­
rase, será condenado el arrendatario a la pena correspondiente y a la 
devolución del automóvil, así como a la indemnización de daños y per­
juicios fijados por el Tribunal, si procede, como responsabilidad civil 
derivada del delito. 

En algunos formularios de empresas de alquiler de automóviles apa­
rece recogida esta responsabilidad en una cláusula; no hace falta decir 
que tal estipulación no tiene más valor que el puramente informativo 
para el cliente, pero no como ley del contrato. La responsabilidad cri­
minal dimana del imperio de la ley y no de los pactos entre las partes. 

La obligación de devolver el automóvil cesará cuando el contrato 
se prorrogue por tácita reconducción (556) o en los casos en que le 
asista al arrendatario el derecho de retención (557). 

B) EFECTOS FRENTE A TERCEROS 

142. Después de haber estudiado los efectos del arrendamiento de 
automóviles entre las partes, conviene referirse a los que, excepcional-
mente, puede producir respecto de terceros. 

Normalmente, el contrato de arrendamiento no trasciende a los ter­
ceros, pues «Los contratos sólo producen efecto entre las partes que 
los otorgan y sus herederos» ( C e , artículo 1.257); no obstante, es inte­
resante señalar algunos supuestos en que se producen consecuencias 
para los terceros por el hecho de estar la cosa arrendada. No es, en rigor, 
que el contrato produzca efectos para los que no son contratantes, 
puesto que las consecuencias no derivan directamente del consenti-

(555) El art. 528 a que se remite este precepto impone penas de arresto ma­
yor a presidio mayor según el valor de la cosa, y el 530 establece una agravación 
para los que fueren dos veces reincidentes. 

(556) Véase § 94. 
(557) Véase § 130. 
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miento contractual, sino que los terceros, al entrar en relación con al­
guno de los contratantes, pueden verse afectados de algún modo por 
la situación creada por el arrendamiento; y de la misma manera, cada 
uno de los contratantes puede resultar afectado por la relación esta­
blecida entre el otro contratante y un tercero. Se trata, pues, de una 
eficacia indirecta del contrato de tipo mediato (558). 

Estos efectos indirectos del contrato de alquiler de automóviles 
pueden manifestarse de dos formas: en primer lugar, respecto a los 
terceros que han adquirido o pretenden haber adquirido algún derecho 
sobre el vehículo arrendado; en segundo lugar, respecto de los terceros 
dañados por la circulación del automóvil arrendado. 

La diferencia entre ambas clases de efectos estriba en el tipo de 
relación que li^a al contratante con el tercero. En el primero de los 
casos aludidos, uno de los contratantes ha transmitido voluntariamente 
derechos sobre la cosa alquilada: ha querido constituir esos derechos 
y ha exteriorizado su volición; en suma, ha realizado un negocio jurí­
dico. En el segundo caso, en cambio, las víctimas de la circulación ven 
nacer sus derechos «ex lege», esto es, por la conjunción del mandato 
legal con el hecho dañoso; la voluntariedad, cuando se exige, no va 
dirigida a la creación de estos derechos. La relación entre terceros, víc­
timas de la circulación del automóvil arrendado, y los contratantes, nace 
en virtud de una obligación de reparar, es un supuesto de responsa­
bilidad extracontractual. 

1. EN VIRTUD DE NEGOCIO JURÍDICO 

143. Cuando el tercero que aparece en la vida del arrendamiento 
de vehículos ha adquirido derechos sobre el mismo en virtud de nego­
cio jurídico, cabe distinguir, según sea la parte contratante que se los 
ha concedido, entre aquellos que traen causa del arrendador y los que 
la traen del arrendatario. 

a) Terceros que traen causa del arrendador 

144. En la problemática del contrato de arrendamiento pueden 
aparecer terceros extraños al mismo que ostentan o pretenden dere-

(558) Giovene, «Per una teoría del negozio giuridico rispetto ai terzi», Riv. Dir. 
Comm., 1916, págs. 589 a 603, en especial págs. 594 a 598. Diez Picazo le llama 
«eficacia provocada», distinguiendo entre «oponibilidad» cuando son los contra­
tantes los que basan en el contrato su pretensión, y «utilizabilidad» cuando son 
los terceros los que se basan en el contrato para dirigir su pretensión frente a los 
contratantes (Fundamentos del Derecho civil patrimonial, pág. 268, n.° 313). 
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chos sobre la cosa arrendada en virtud de concesiones otorgadas por 
el arrendador, o por el propietario de la cosa en nombre del cual el 
arrendador administra (559). 

Como principio general, hay que considerar que el arrendador, que 
está obligado a mantener el goce del arrendatario, no debe conceder a 
terceros derechos cuyo ejercicio pueda perjudicarlo. El arrendador 
que constituye en favor de los terceros derechos incompatibles con el 
goce del arrendatario, falta a la palabra dada, traicionando los términos 
del contrato, que «... tienen fuerza de ley entre las partes contratan­
tes» ( C e , artículo 1.091). Pero aunque se trata de una manifestación 
anormal, no siempre lleva aparejada la nulidad; por el contrario, hay 
ocasiones en que la ley se limita a imponer una reparación consoli­
dando el acto. 

145. Uno de estos casos es el del artículo 1.571 del C e , que, reco­
giendo el sentido de la «lex emptorem» romana (560) y de la legislación 
española tradicional (561), dispone: «El comprador de una finca arren­
dada tiene derecho a que termine el arriendo vigente al verificarse la 
venta, salvo pacto en contrario y lo dispuesto en la Ley Hipotecaria.— 
Si el comprador usare de este derecho, el arrendatario podrá exigir 
que se le deje recoger los frutos de la cosecha que corresponda al año 
agrícola corriente y que el vendedor le indemnice de los daños y per­
juicios que se le causen» (562). 

Cabe discutir si este precepto es o no aplicable a los bienes muebles, 
pues literalmente habla de «finca arrendada»; pero no parece que se 
deba restringir su ámbito sólo a los inmuebles. El fundamento de esta 
norma es claro: proteger el dominio del adquirente dándole primacía 
sobre el derecho del arrendatario que queda en la esfera puramente 
personal. Tal fundamento puede predicarse de la misma manera para 
toda clase de bienes (563). Se podría aducir que se trata de una norma 

(559) Véase §§ 75 y siguientes. 
(560) C. 4, 65, 9. Véase Jors-Kunkel, Derecho privado romano, pág. 340, n.° 1474, 

y D'Ors, Derecho privado romano; ambos coinciden en señalar que este principio 
no se restringía a la venta, sino que alcanzaba a otras concesiones patrimoniales 
como la constitución de usufructo. Parece, en cambio, que en el Derecho actual 
su interpretación es más restringida. 

(561) Part. V, tít. 8, ley 19. 
(562) Siguen el mismo sistema el C. suizo de las Obligaciones (art. 219) y 

el C. c. brasileño (art. 1.197); en cambio, numerosos Códigos tomaron del C. c. 
francés el sistema contrario (art. 1.743), al menos para los inmuebles. 

(563) En la doctrina francesa mantienen Baudry (De louage, t. 1, pág. 735, nú­
mero 1.274) y Planiol-Ripert (Traite..., t. 10, pág. 1.024, n.° 732) que para los bie­
nes muebles subsiste el principio «emptio tollit locatum»; lo niegan Soria (La 
location de meubles, págs. 36 y 37) y Eyraud (Vente et louage, pág. 55). 
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odiosa y de interpretación, por tanto, estricta, pero, en rigor, sólo es 
odiosa para el arrendatario, para el comprador es favorable. 

Esta protección a ultranza del dominio es criticable, pues vulnera la 
seguridad jurídica y la fuerza vinculante de los contratos (564). El pre­
cepto responde a postulados hoy día superados y de «de iure condendo» 
sería deseable su desaparición. De hecho ha quedado inoperante para 
los arrendamientos de inmuebles protegidos por las leyes especiales (565). 

A pesar de que la ley mantiene en su adquisición al comprador de 
la cosa arrendada, no disimula la culpabilidad del arrendador que la 
vende, y, por ello, permite que el arrendatario pida al arrendador la 
indemnización de los daños y perjuicios «que se le causen». Estos da­
ños y perjuicios han de estimarse con toda la amplitud necesaria, abar­
cando «damnum emergens» y «lucrum cesans», puesto que se trata de 
una verdadera indemnización por incumplimiento contractual (566), 
que si no la expresara el artículo 1.571, resultaría de preceptos más 
generales, como los artículos 1.556, 1.560 («a contrario sensu») y 1.101 
del C. c. (567). 

La misma solución es aplicable en los demás casos en que el arren­
dador transmita a título oneroso el dominio del automóvil arrenda­
do (568); así, por ejemplo: si se permuta el vehículo, si es embargado 
por deudas del arrendador o del propietario, si el vehículo está hipo­
tecado (569) y no se cumple la obligación garantizada, o si, como fre­
cuentemente sucede, habiéndolo adquirido el arrendador con precio 
aplazado y reserva de dominio, deja de pagar los plazos produciendo 
la resolución de la adquisición y la consiguiente resolución del arren­
damiento. 

Pero no cabe llevar este precepto más allá de sus naturales límites. 
Su finalidad, aunque criticable, es la de proteger el dominio, y por ello 
confirma en su adquisición al comprador. Se puede extender a supues­
tos que son equivalentes a la compraventa, pero no a las situaciones 
producidas por la constitución, por parte del arrendador y en favor de 

(564) Manresa, Comentarios..., t. 10, pág. 663. 
(565) L.A.U. (Texto Refundido de 24 de diciembre de 1964), art. 57; Regla­

mento de Arrendamientos Rústicos de 29 de abril de 1959, arts. 27 y 90. 
(566) No nos parece acertada la doctrina de algunas sentencias (como las de 

12 de febrero de 1896 y 19 de febrero de 1904), que limitaron la indemnización 
sólo a los daños en sentido estricto. Menos admisible aún sería hoy el criterio 
de las Partidas, que restringían la indemnización a la cuantía de las rentas co­
rrespondientes al tiempo que el arrendatario dejase de gozar (Part. V, tít. 8, 
ley 19). 

(567) No será frecuente el supuesto en la práctica por la corta duración del 
arrendamiento de automóviles. 

(568) Mucius Scaevola, Código civil..., t. 24-1.°, págs. 651 y ss. 
(569) Ley de 16 de diciembre de 1954, arts. 34 y ss. 
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terceros, de derechos reales de goce; éstos sólo serán válidos en la 
medida en que sean compatibles con el goce del arrendatario. Por ello 
tiene validez la constitución de usufructo sobre el vehículo arrendado, 
pero el usufructuario ha de pasar por el arriendo vigente (570), su dis­
frute se limitará a percibir la renta hasta la terminación del arriendo. 
Por la misma razón podrá el arrendador constituir hipoteca mobiliaria 
sobre el vehículo alquilado, pues no implica entrega de la cosa, pero 
no podrá constituir prenda ordinaria que impone el desplazamiento 
de la posesión. 

Finalmente, hay unas situaciones en las que, pese a transmitirse el 
dominio del automóvil, no se produce la resolución del arrendamiento: 
son las atribuciones a título gratuito (donación, legado); en ellas no 
parece justo que el adquirente pueda aprovecharse de un privilegio 
que la ley concede al comprador, cuando su adquisición no se ha pro­
ducido en virtud de contraprestación, sino por la mera liberalidad del 
transmitente. Tampoco se resolverá el arrendamiento en caso de transmi­
sión hereditaria, porque los herederos deben respetar los contratos 
celebrados por el causante ( C e , artículo 1.257) (571). 

b) Terceros que traen causa del arrendatario 

146. Corresponde ahora examinar las cuestiones que pueden deri­
varse de concesiones de derechos sobre el vehículo alquilado hechas por 
el arrendatario en favor de terceros. En rigor, el arrendatario no debe 
transmitir sobre la cosa arrendada unos derechos que él mismo no 
tiene (572), pero hay casos en que la ley consolida la transmisión, en el 
supuesto anormal de que se produzca. 

147. Cuando el arrendatario, extralimitándose en sus facultades, 
concede a un tercero un mero derecho personal (573), podrá el arren­
dador fácilmente lograr la declaración de nulidad de los contratos cele­
brados mostrando que el arrendatario carecía del poder sobre el ve­
hículo necesario para otorgarlos; las situaciones posesorias, si exis­
tieran, creadas al amparo de tales contratos anormales, se derrumbarán 
al destruir sus actos constitutivos. 

También está clara la cuestión en orden a la quiebra del arrendata-

(570) Mucius Scaevola, ob. cit., pág. 659. 
(571) C e , art. 1.257. 
(572) Podrá realizar con el vehículo arrendado prestaciones en favor de ter­

ceros como el transporte, podrá subarrendar el vehículo si no se le ha prohibido 
o dejarlo en depósito ( C e , art. 1.771). 

(573) Así, por ejemplo, cuando subarrienda habiéndosele prohibido, cede el 
automóvil en comodato, lo vende sin llegar a entregarlo, etc. 



442 Antonio Díaz Bautista 

rio. Los vehículos alquilados que el quebrado tuviese en su poder no se 
integran en la masa, y, por tanto, los acreedores no pueden hacer efec­
tivos sobre ellos sus créditos. Así resulta expresamente de la conjun­
ción del artículo 908 y el 909, número 3.°, del C. de Comercio (574). 

La única cuestión de interés, en caso de quiebra del arrendatario, se 
suscita si el automóvil hubiese sido entregado en régimen de arrenda­
miento-venta o «leasing». Cabría entonces la duda sobre si se ha trans­
ferido al quebrado «por un título legal e irrevocable» (C. de C, artícu­
lo 908). De acuerdo con lo que ya se expuso (575), si el arrendatario-
comprador ha optado por la adquisición, hay que entender consumada 
la venta con tradición «brevi manu» y el vehículo entrará en la masa 
de la quiebra; si no ha llegado aún el momento de la opción, habrá 
simple arrendamiento, y el automóvil quedará sustraído de la masa. 
Pero esta solución sólo se podrá mantener cuando se trate de un verda­
dero arrendamiento-venta, no cuando sea una venta a plazos encubierta, 
que, como contrato simulado producirá los efectos propios de su autén­
tica naturaleza, considerándose la cosa transferida al quebrado e inte­
grada en la masa. 

Un caso especial, que puede plantearse en la práctica, sería que el 
arrendatario hiciera surgir, con su actuación, un derecho de retención 
a favor de un tercero sobre el vehículo alquilado. Por ejemplo, si el 
arrendatario deja el vehículo en un taller y no paga el importe de la 
reparación, o si, habiéndolo depositado en un garaje, no paga el precio 
estipulado: tendrán derecho a retener en prenda el automóvil quien ha 
ejecutado la obra ( C e , artículo 1.600), o el depositario ( C e , artícu­
lo 1.780). Hay que reconocer que toda solución en este punto es discu­
tible, pues no está clara la naturaleza jurídica del «ius retentionis», ni 
su carácter real, ni cabe asimilarlo totalmente a la prenda. Pero, pese a 
tales dificultades, cabe pensar que estos derechos de retención serán 
oponibles al propietario (576). 

148. La aparición en el alquiler de automóviles de terceros que 
ostentan derechos concedidos por el arrendatario, puede complicarse 
cuando se trate de derechos reales (577). También el arrendador podrá 
pedir la declaración de nulidad de los actos constitutivos de los mis-

(574) Otra cuestión es que la masa será deudora de las rentas y el arrendador 
un acreedor más sometido a posibles reducciones o aplazamientos. 

(575) Véase §§ 30 a 33. 
(576) Así lo razona Gómez Calero, «El derecho de retener en prenda del ar­

tículo 1.600 del Código civil y su problemática respecto de los vehículos de mo­
tor», RDP, 1966, págs. 1.086 y 1.087, avmque sin referirse al supuesto de arren­
damiento. 

(577) Dominio, o derechos reales limitados (usufructo, prenda, hipoteca mo-
biliaria, etc.). 



El arrendamiento de automóviles 443 

mos; mas cuando trate de reivindicar el automóvil del actual detenta­
dor se va a encontrar con el grave inconveniente del artículo 464 del 
C. c , que (578) establece la irreivindicabilidad de los bienes muebles 
respecto de los poseedores de buena fe. La misma idea se acoge, aunque 
con diferentes matices, en el artículo 85 del C. de C. 

No es el momento de entrar de lleno en la problemática del artícu­
lo 464, uno de los que más ardientes polémicas ha ocasionado de cuantos 
contiene el C. c. Es complejo, incluso, tratar de catalogar todas las 
posiciones mantenidas en orden a su interpretación. En resumen, la 
tesis llamada romanista o tradicional, acogida en numerosas senten­
cias (579), cree que la posesión de bienes muebles adquirida de buena fe 
equivale al título de posesión para la usucapión, con lo cual el dueño 
podrá reivindicarla hasta tanto no transcurra el tiempo para la mis­
ma (580); en cambio, para la tesis llamada germanista, la posesión de 
buena fe es título de adquisición, y provoca, por tanto, una verdadera 
adquisición «a non domino», o, al menos, una irreivincabilidad (581). 
Actualmente es la segunda opinión la más admitida, y partiendo de ella 
se establecen las siguientes observaciones. 

Las cuestiones más interesantes que sucita la incidencia de ete pre­
cepto en el alquiler d automóviles son las siguientes: si el artículo 464 
del C. c. se puede aplicar al automóvil; si se refiere sólo a la adquisición 
del dominio o también a las de otros derechos reales; si la transmisión 
del vehículo por el arrendatario puede consolidar una adquisición «a 
non domino» del mismo y las dificultades que encierra el requisito de la 

(578) Inspirado en el antiguo Derecho germánico y siguiendo al art. 2.279 
del C. de Napoleón y al 707 del C e . italiano de 1865. 

(579) Entre otras, las de 31 de diciembre de 1910, 13 de enero de 1926 y 19 de 
junio de 1945. El T. S. no ha seguido en este punto una línea uniforme e incluso 
alguna de sus decisiones ha sido interpretada como favorable por los partidarios 
de ambas tesis. Las numerosas monografías aparecidas sobre el tema contienen 
amplias reseñas jurisprudenciales. 

(580) Comas, La revisión del C. c, t. V, pág. 262; Mucius Scaevola, Código ci­
vil..., t. 3, pág. 587; Manresa, Comentarios..., t. 4, pág. 368; Traviesas, «Extinción 
y reivindicación del derecho de propiedad», RDP, 1920, págs. 193 a 208, en espe­
cial 206; De Buen, Notas a Colin y Capitant, t. II , vol. 2.°, pág. 1.008; indirecta­
mente se inclina por esta postura Vallet de Goytisolo, «La reivindicación mobi-
liaria como tema fundamental del art. 464 del C. c», ADC, 1965, págs. 362 a 431. 

(581) Navarro Amandi, Cuestionario del C. c. reformado, t. 2, págs. 188 a 196; 
Alas, La publicidad y los bienes muebles; Hernández Gil, «El giro de la doctrina 
española en torno al art. 464 del C e . y una posible interpretación de "privación 
ilegal"», RDP, 1944, págs. 491 a 517, y «De nuevo sobre el art. 464 del C c», RDP, 
1945, págs. 413 a 428; Castán, Derecho civil..., t. 2, ed. 1964, págs. 315 y ss.; Alba-
ladejo. Derecho civil (para las Facs. de C Políticas y Económicas), pág. 426, n.° 40; 
Diez Picazo, Lecciones..., t. I II , págs. 156 a 158; Melón Infante, La posesión de 
bienes muebles adquirida de buena fe, equivale al titulo, con amplia bibliografía 
en las págs. 2 y 3. En esta posición se inscriben con distintos matices Núñez La­
gos, Pérez González y Alguer, Puig Brutau y Garrigues. 
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buena fe en la posesión de vehículos de motor ; y, finalmente, si la apli­
cación de este artículo a los automóviles es deseable. 

149. La pr imera cuestión que surge es si se puede aplicar el artícu­
lo 464 a los vehículos de motor . La finalidad del precepto es el estable­
cimiento, mediante la posesión, de un sistema de publicidad pa ra los 
bienes muebles, que por su falta de identificabilidad, no puede reali­
zarse a través del Registro, como ocurre con los inmuebles. Pero esta 
razón no juega en el caso del automóvil, que es un bien identificable 
por medio de las marcas (582), placas de matr ícula y distintivos (583); 
además, para poder circular ha de inscribirse en el Registro Adminis­
trativo de las Jefaturas de Tráfico (584), considerando el C. de Circ. titu­
lar del vehículo a la persona a cuyo nombre figure inscrito (585), y esta­
bleciéndose un sistema para notificar al Registro las transferencias de 
t i tular y las bajas (586). 

Sin embargo, el valor de este Registro de las Jefaturas de Tráfico 
queda l imitado al orden meramente administrat ivo, sin que tenga vali­
dez en el orden civil (587). Tal falta de eficacia civil de la registración 
administrat iva de automóviles da lugar a que, aunque no concurre en 
el automóvil la «ratio legis» del art ículo 464, quede formalmente some­
tido al régimen general de los bienes muebles, y sea este precepto hoy 
día aplicable a los vehículos de motor de manera incontrovertible (588). 

(582) C. de la Circ, art. 237 (redactado por Decreto de 43 de agosto de 1971). 
(583) C. de la Circ, arts. 230, 231, 232, 233, 234 (redactados por Decreto de 13 

de agosto de 1971), 235 y 236. 
(584) C. de la Circ, art. 209 (redactado por Decreto de 13 de agosto de 1971). 
(585) C. de la Circ, art. 3. 
(586) C. de la Circ, arts. 247 y 248 (redactados por Decreto de 13 de agosto 

de 1971). 
(587) Lo afirmaron las sentencias de 20 de junio de 1940, 22 de diciembre 

de 1954 y 20 de diciembre de 1956. Actualmente se afirma expresamente en el 
artículo 244, ap. III, del C. de la Circ. (redactado por Decreto de 13 de agosto 
de 1971). 

(588) Sentencia citada de 22 de diciembre de 1954; Hernández Gil, «La pose­
sión y el automóvil en relación con el Registro Administrativo», en Conferencias 
y Comunicaciones del V Curso Internacional de Derecho de la Circulación, pá-I 
ginas 169 a 173. Lo mismo sucede en el Derecho francés; véase Robelin, L'auto-
mobile envisagée comme meuble corporel, pág. 17, n.° 16; Jauffret, «La vente 
d'automobiles d'occassion», pág. 72, y Culioli, «La location d'automobiles», pá­
gina 155, n.° 12, ambos trabajos en el libro L'automobile en Droit privé. En cam­
bio, en Italia existe un registro de automóviles con eficacia civil, el «Publico 
Registro Automobilistico», y en el C. c. de 1942 se admite una categoría especial 
de bienes, los muebles registrados (art. 815), entre los que está el automóvil (ar­
tículo 2.683), en los que la posesión no equivale al título (art. 1.156); véase Zago, 
Le trascrizione automobilistiche, págs. 43 a 48 y 231; la cuestión ya preocupaba 
antes de la promulgación del vigente C. c italiano; véase Montel, «L'acquisto 
ex art. 707 Cod. civ. 1865 e gli autoveicoli», Giustizia automobilistica, 1934 (reco­
gido en el libro Problemi di diritto automobilistico), frente a Ferrara (júnior), voz 
«Autoveicoli», en Nuovo Digesto Italiano. 
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Pese a ello, la falta de eficacia civil de este Registro no es tan absoluta 
como pudiera pensarse, pues provoca ciertos efectos indirectos (589). 

150. También cabe preguntarse si el artículo 464 del C. c. es aplica­
ble tan sólo a las adquisiciones de dominio o también a las de otros 
derechos reales. La interpretación más usual está contemplando al 
poseedor en concepto de dueño: se detiene la reivindicación del «verus 
dominus» respecto a quien ha adquirido «a non domino» y de buena fe 
una cosa mueble por venta, donación, herencia, legado u otro título 
transmisivo del dominio. Pero no hay inconveniente en extender el ám­
bito del precepto a las situaciones posesorias derivadas de derechos rea­
les limitados (usufructo, prenda, etc.). El poseedor de buena fe en con­
cepto de titular del derecho real también puede alegar el artículo 464 
para paralizar la acción reivindicatoría del propietario, porque su pose­
sión de buena fe equivale al título de constitución del derecho real de 
que se trate (590). 

Un argumento a favor de la posición expresada se puede hallar en el 
propio texto del precepto cuando dispone que el propietario de cosas 
muebles empeñadas en Montes de Piedad no podrá obtener la restitu­
ción sin abonar el precio del empeño y los intereses vencidos, lo cual, 
además de suponer un privilegio para los Montes de Piedad, muestra 
cómo el artículo 464 del C e . cobija a los adquirentes de un derecho 
real de prenda. 

151. Establecida la aplicación del artículo 464 del C. c. a los auto­
móviles, resultará que si el arrendatario de un vehículo lo transfiriera 
a un tercero que tomase posesión del mismo, podría éste detener la 
reivindicación del propietario, produciéndose lo que, a efectos prácti­
cos, es una adquisición «a non domino». Sin embargo, este resultado va 
a tropezar con dos escollos: la excepción que el precepto establece para 
los supuestos de «privación ilegal» y, sobre todo, la exigencia de la 
buena fe. 

Dispone el inciso segundo del artículo 464 del C. c. que «... sin em­
bargo, el que hubiere perdido una cosa mueble o hubiese sido privado 
de ella ilegalmente, podrá reivindicarla de quien la posea» (591). Eviden-

(589) Véase § 8. 
(590) Soria, La location de meubles, pág. 121; en contra, Robelin, ob. cit., pá­

gina 17, n.° 16. Parece sustentar la afirmación contraria la sentencia de 8 de di­
ciembre de 1932, Cd.° 1.°, pero un examen atento demuestra que se refiere al 
caso de un administrador de bienes ajenos, mero servidor de la posesión, lo cual 
es distinto de los titulares de derechos reales limitados sobre la cosa. La cues­
tión aparece claramente determinada en el inciso final del art. 1.153 del C. c. ita­
liano de 1942. 

(591) El C. c. español sustituye la expresión «vol» del C. c. francés por la am­
bigua de «privación ilegal», haciendo aún más difícil la interpretación de este 
precepto. 
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temente, el arrendatario que enajena el vehículo priva del mismo ilegal-
mente a su propietario, pudiendo, incluso, cometer el delito de apropia­
ción indebida, pero la doctrina moderna restringe el concepto de «pri­
vación ilegal» a los supuestos de robo y hurto, entendiendo que la ex­
cepción se refiere a los casos de pérdida involuntaria de la posesión, no 
aquellos en que el «verus dominus» se ha desposeído voluntariamente, 
como sucede cuando el enajenante es arrendatario (592). 

Pero el mayor inconveniente, para que el adquirente «a non domino» 
sea mantenido en su adquisición del automóvil, deriva de la exigencia 
de que la posesión vaya acompañada de la buena fe. 

Según el artículo 433 del C. c , «Se reputa poseedor de buena fe al 
que ignora que en su título o modo de adquirir exista vicio que lo inva­
lide. Se reputa poseedor de mala fe al que se halla en el caso contrario». 
Tratándose el automóvil de un bien identificable y sometido a un Re­
gistro Administrativo, difícilmente tendrá buena fe quien lo haya adqui­
rido de persona distinta de la que aparece como titular registral. Es 
cierto que la buena fe se presume (C. c , artículo 434) y que el Registro 
Administrativo no sirve para acreditar el dominio, pero sí para crear una 
presunción de titularidad que pondrá en guardia al adquirente (593). 
Para que la ley consolide una adquisición «a non domino» de un vehícu­
lo, en este caso, será preciso que el arrendatario enajenante haya falsi­
ficado la documentación completa o haya alterado la matrícula y las 
marcas distintivas con la habilidad suficiente para crear una apariencia 
que no se destruya con un examen cuidadoso. Será fácil para el pro­
pietario argumentar la mala fe del adquirente que tuvo motivos para 
sospechar el fraude por discordancias o indicios de alteración en la 
documentación, marcas, placas, etc., o que negligentemente no se pre­
ocupó de averiguar la situación administrativa del vehículo (594). 

En líneas generales, esta duda respecto a la buena fe de quien ad­
quiere un automóvil de un transmitente distinto del titular registral 
aparece en la doctrina francesa (595) y en la española (596). 

152. Con más facilidad podrá darse la adquisición «a non domino» 
de automóviles, en feria o mercado, o- de un comerciante legalmente 
establecido y dedicado habitualmente al tráfico de vehículos, pues el 

(592) Hernández Gil, trabajos citados en la RDP 1944 y 1945. 
(593) Ya se daba esta solución por la doctrina francesa de principios de si­

glo respecto a la enajenación de bienes muebles que presentaban la indicación 
«en alquiler»; véase Soria, ob. cit., págs. 122 y 123, siguiendo a Valéry. 

(594) Mantiene la mala fe del adquirente, que negligentemente no averigua la 
irregularidad de su adquisición; Saleilles, De la possession des meubles, pág. 319. 

(595) Robelin, ob. cit., pág. 19, n.°' 17 y 18; Culioli, ob. cit., pág. 155, n." 12. 
(596) Hernández Gil, ob. cit. en V Curso Internacional de D. de la Circ, pá­

gina 173. 
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artículo 85 del C. de Comercio, al que remite el artículo 464 del C. c , 
consagra la irreivindicabilidad («prescripción de derecho») respecto del 
comprador, sin establecer excepción por privación ilegal y sin exigir la 
buena fe. Si un comerciante, dedicado a la compraventa de automóviles 
usados, vende a un tercero un vehículo que posee como arrendatario, o 
que ha adquirido, a sabiendas o no, de un arrendatario, quedará el ad-
quirente a cubierto de la reivindicación del propietario (597), siendo el 
comerciante el único responsable en vía civil o criminal frente al due­
ño (598). 

153. La aplicación de estos preceptos al automóvil, aunque irreba­
tibles desde el punto de vista del Derecho establecido, no parecen acep­
tables en una buena técnica jurídica. Siendo el automóvil un bien iden-
tificable y registrable, no hay inconveniente en arbitrar para él una 
forma de publicidad registral con efectos civiles: bien creando un re­
gistro con este valor (599), bien dándole valor civil a la actual registra-
ción administrativa (600). 

La adquisición de automóviles por la posesión, aun con las limita­
ciones expuestas, puede ocasionar graves perjuicios. Si los arrendado­
res toman conciencia de la amenaza de una adquisición «a non domino» 
por un tercero, encarecerán los alquileres con medidas de caución (601). 
Incluso podría ser útil, pese a las dificultades que entrañaría, establecer 
un sistema de publicidad de los contratos de arrendamiento de automó­
viles para informar a los terceros que contratasen con el arrendata­
rio (607). 

2. EN VIRTUD DE OBLIGACIÓN DE REPARAR 

(Terceros dañados por la circulación del automóvil arrendado) 

154. En los apartados anteriores se ha estudiado la situación de 
los terceros, extraños al contrato, que aparecían en la vida del alquiler 
de automóviles alegando derechos concedidos por el arrendador o el 
arrendatario. Pero puede suceder que la circulación del automóvil 

(597) Uría, Derecho mercantil, pág. 468, n.° 511. 
(598) Si el comerciante conoce la apropiación indebida cometida por el arren­

datario incurrirá en el delito de encubrimiento con ánimo de lucro o recepta­
ción [C. penal, arts. 546 bis, a), a 546 bis, f)]. 

(599) Como se ha hecho en Italia con el P. R. A. 
(600) Savatier, Les metamorphoses economiques et sociales du Droit privé 

d'aujourd'hui, 3.* serie, pág. 123, n.° 449; Culioli, ob. cit., pág. 156; Hernández 
Gil, ob. cit. en V Curso Internacional de D. de la Circ, pág. 173. 

(601) Culioli, ob. cit., pág. 155. 
(602) ídem, págs. 155 y 156. 
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arrendado produzca daños a terceros, haciendo surgir en favor de ellos 
el derecho a pedir la reparación; sin duda este derecho es independien­
te del contrato de arrendamiento, pero la especial situación del automó­
vil va a incidir sobre el deber de reparación, imponiéndolo, según los 
casos, a uno u otro de los contratantes. 

a) Planteamiento de la cuestión: responsabilidad derivada de la utili­
zación del automóvil 

155. No hace falta ilustrar con datos la peligrosidad que entraña 
la circulación de automóviles, ni la frecuencia de los accidentes, ni sus 
desastrosas consecuencias. Es algo que está en el ánimo de todos y que 
preocupa a toda la sociedad. Por ello, desde la aparición de estos ve­
hículos, reaccionó el Derecho, imponiendo normas reguladoras de la 
circulación viaria; sin ellas sería hoy imposible la utilización del auto­
móvil. 

La circulación del automóvil puede dar lugar a tres tipos de respon­
sabilidad: administrativa, civil y penal. 

La responsabilidad administrativa se producirá cuando la conducta 
del que dirige el vehículo infrinja las normas reglamentarias de circu­
lación sin necesidad de que se cause daño o se incurra en conductas 
tipificadas penalmente. 

La responsabilidad penal derivará de la comisión de actos legalmente 
definidos como delictivos, bien porque lesionan la vida, la integridad 
física o el patrimonio ajenos, bien porque integran una conducta de tal 
peligrosidad que ha sido configurada como delito de mera conducta sin 
exigirse el resultado dañoso. 

La responsabilidad civil, finalmente, nace en virtud del deber de 
reparar el daño causado. Puede derivarse de la responsabilidad penal 
(C. penal, artículo 19) o de una conducta dañosa no criminal (C. c , ar­
tículo 1.902). En el primer caso, la responsabilidad se origina por una 
condena en proceso penal; en el segundo, por una condena en proceso 
civil. 

Para los efectos de este estudio interesa ahora la responsabilidad 
civil. La incidencia de la responsabilidad administrativa en el alquiler 
de automóviles es escasa (603); la responsabilidad penal no plantea es­
peciales cuestiones en orden a este contrato, pues al estar basada en la 
culpabilidad del a,gente y ser personal e intransferible, sólo será res­
ponsable criminalmente el sujeto activo de la conducta, importando 

(603) Véase § 126. 
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poco que sea o no arrendatario del vehículo con el que comete el delito. 
En cambio la responsabilidad civil es la que puede dar a los terceros 
dañados la posibilidad de reclamar a las partes contratantes la repa­
ración del daño causado. 

b) La responsabilidad civil por accidente de circulación 

156. No es posible establecer dentro de los límites de este estudio un 
planteamiento general de la responsabilidad civil, ni de su desarrollo 
normativo desde las embrionarias disposiciones de la Lex Aquilia (604) 
hasta la multiforme y complejísima realidad actual. Ni siquiera cabe 
intentar un tratamiento exhaustivo de la responsabilidad civil por acci­
dentes de tráfico, que es una de sus más frondosas parcelas. Hay que 
limitarse a observar las líneas básicas de la responsabilidad civil por 
accidentes de circulación en cuanto pueden tener relación con el arren­
damiento de automóviles. 

En materia de responsabilidad civil extracontractual o delictual vie­
nen luchando dos concepciones antagónicas: de un lado, la subjetivista, 
basada en la culpa; de otro, la objetivista, basada simplemente en la 
causalidad. 

La tesis subjetivista o tradicional fundamenta la responsabilidad 
en la actuación voluntaria del agente que ha querido deliberadamente 
causar el daño (dolo) o que, al menos, ha realizado negligentemente la 
conducta que lo ha ocasionado (culpa). La tesis objetivista, o de res­
ponsabilidad sin culpa, trata de basar la responsabilidad en el mero 
nexo causal entre la conducta del agente y el resultado lesivo; la res­
ponsabilidad nace de la realización de una conducta peligrosa, de la 
creación de un riesgo que lleva aparejadas unas ventajas y debe, tam­
bién, acarrear la reparación de las consecuencias dañosas que de ella se 
derivan (605). 

Los códigos civiles y la legislación en general estaban tradicionalmen-
te apegados al sistema de responsabilidad por culpa (606), pero, poco a 
poco, se fue dando entrada al principio de responsabilidad objetiva 

(604) D. 9, 2. 
(605) Sobre responsabilidad sin culpa existe abundantísima literatura; entre 

las exposiciones más elementales y sintéticas podemos citar: Hernández Gil, De­
recho de obligaciones, págs. 258 a 262, n." 90; Soto Nieto, La responsabilidad cixñl 
en el accidente automovilístico, responsabilidad objetiva, págs. 7 y 16; Mazeaud 
y Tune, Traite theorique et pratique de la responsabilité civüe délictuelle et con-
tractuelle, t. 1, n.°' 336 a 365, págs. 420 a 440, se muestran contrarios a su ad­
misión. 

(606) A lo sumo se citan como posibles atisbos de responsabilidad objetiva 
en el C e . los arts . 1.906, 1.908, n." 2." y 3.°, y 1.910. 
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hasta el punto de ser hoy día el sistema normal en ciertos casos, como, 
por ejemplo, los accidentes de trabajo (607). 

En lo relativo a accidentes de automóvil se venía observando una 
tendencia doctrinal y jurisprudencial (608) a conducir la responsabili­
dad civil por cauces objetivos, relegando a segundo término la cuestión 
de la culpa, forzando a veces el sentido de las normas legales, pero sin 
romper abiertamente con los principios subjetivistas imperantes en esta 
materia (609). No había una normativa especial que impusiera la res­
ponsabilidad objetiva en los accidentes de automóvil y, por tanto, el 
deber de reparar se regía por las normas, basadas en la culpa, de los 
códigos civiles y penales. 

Pero diversas razones, entre ellas el deseo de buscar la protección 
de la víctima, evitando su desamparo al no probarse la culpa del con­
ductor o ser éste insolvente, han llevado a las legislaciones a dar aco­
gida, de manera más o menos decidida, al principio objetivo o de res­
ponsabilidad sin culpa (610). Se entiende, entonces, que quien tiene las 
ventajas de la utilización del automóvil debe responder de los daños 
que ésta cause, y aún más, que la sociedad en general, que se beneficia 
de la circulación de los vehículos, debe cooperar a reparar, en la me­
dida posible, los daños causados a las víctimas del tráfico. 

157. Respondiendo a estos principios se promulgó en España la 

(607) Texto Refundido de 22 de junio de 1956, art. 6. 
(608) Sentencias de 10 de julio de 1943, 23 de diciembre de 1952, 24 de marzo 

de 1953, 25 de marzo de 1954, 8 de abril de 1958, 30 de junio de 1959, 5 de abril 
de 1963, 9 de abril de 1963, 14 de mayo de 1963, 30 de octubre de 1963 y 15 de 
abril de 1964 (recogidas por Soto Nieto, ob. cit., págs. 41 y ss.). 

(609) Sobre los esfuerzos de la doctrina y la jurisprudencia francesas para ob-
jetivizar la responsabilidad por hecho de las cosas, véase: Mazeaud y Tune, ob. cit., 
tomo II, págs. 104 y ss., n.° 1.138; Lalou, Traite pratique de la responsabilité ci-
vile, págs. 659 y ss., n.°' 1.157 y ss.; Gore, «Responsabilité du fait des choses», Re-
pertoire de Droit civil Dalloz, t. IV, págs. 646 a 648; Savatier, Traite de la respon­
sabilité civile en Droit franjáis, t. 1, págs. 646 y ss., n."' 346 y ss. 

(610) Así, en Alemania la Ley de accidentes de circulación («Strassenverkehrs-
gesetz») de 19 de diciembre de 1952, parágrafo 7, n." 1. En Italia, el propio C. c. 
establece una inversión de la carga de la prueba sin llegar a dictar abiertamente 
la responsabilidad sin culpa (art. 2.054, párrafos 1.° y 2.°). Con diferentes matices, 
siguen la inspiración objetiva la Ley Federal suiza de 19 de diciembre de 1958, 
que sustituye en parte a la de 15 de marzo de 1932; la Ley Federal austríaca 
de 21 de enero de 1929, que regula conjuntamente la responsabilidad por circu­
lación de automóviles y ferrocarriles («Einsenbahn und Kraftfahrzeugshaftpficht-
gesetz»); el C e . de Etiopía de 1960 (art. 2.081), y la «Road Traffic Act» inglesa 
de 1960. En Francia, en cambio, no hay legislación especial sobre responsabili­
dad derivada de la circulación de automóviles, pero se llega a la objetivación de 
la misma con la actual interpretación del párrafo 1.° del art. 1.384 del C e . 

Puede verse un estudio comparativo de la responsabilidad civil por accidentes 
de circulación en el Derecho francés, alemán, suizo y austríaco en Boulanger, 
«De la codification du Droit de la responsabilité automobile», en L'automobile 
en Droit privé, págs. 457 a 482. 
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Ley de Uso y Circulación de Vehículos de Motor de 24 de diciembre 
de 1962, que en su artículo 39 (hoy, artículo 1.° del Texto Refundido de 
21 de marzo de 1968) dispuso: «El conductor de un vehículo de motor 
que con motivo de la circulación cause daños a las personas o a las 
cosas, estará obligado a reparar el mal causado, excepto cuando se 
pruebe que el hecho fuera debido únicamente a culpa o negligencia 
del perjudicado o a fuerza mayor extraña a la conducción o al fun­
cionamiento del vehículo. No se considerarán como casos de fuerza 
mayor los defectos de éste ni la rotura o fallo de algunas de sus 
piezas o mecanismos». 

Aunque, a primera vista, parece que la Ley ha consagrado totalmente 
el principio de la responsabilidad objetiva, en realidad no es así. Un 
examen atento del precepto y su relación con otros de la normativa 
sobre esta materia, pone de relieve que se ha seguido un sistema de 
«responsabilidad objetiva atenuada». Las atenuaciones vienen de la 
excepción en caso de culpa única del perjudicado, con lo cual entra 
en juego la demostración de la ausencia de culpa en el conductor, de la 
exclusión de responsabilidad en los casos de fuerza mayor extraña a la 
conducción o al funcionamiento del vehículo, y, sobre todo, de una 
serie de exclusiones de ciertos daños por razón de su naturaleza o su 
cuantía. 

158. Esta responsabilidad del conductor del vehículo, que, como 
resulta del texto legal, puede producirse aun sin culpa, no recae so­
bre el patrimonio del conductor; de ser así, se podría llegar a situa­
ciones arbitrarias (611) y se correría el peligro de hacer la norma in­
operante en caso de insolvencia del conductor. Para evitarlo la propia 
Ley crea un Seguro Obligatorio que cubra, hasta una determinada 
cuantía, la responsabilidad civil derivada de accidente (612) y un Fon­
do Nacional de Garantía que responderá cuando falte el seguro o se 
desconozca el causante del daño (613). La responsabilidad objetiva 
recae, pues, sobre el patrimonio de todos los conductores a través del 
Seguro Obligatorio, y, en casos excepcionales, sobre toda la sociedad a 
través del Fondo de Garantía. 

Pero esta «socialización» de la responsabilidad objetiva tiene unos 
límites: el artículo 40 de la Ley 2° del Texto Refundido) obliga a sus­
cribir una póliza de seguro que cubra, hasta la cuantía que se fije, la 
responsabilidad * civil establecida en el artículo 39 (1.° del Texto Re­
fundido). Esta cuantía máxima ha sido establecida en trescientas mil 

(611) Soto Nieto, ob. cit., pág. 35. 
(612) Art. 40 de la Ley, 2.° del Texto Refundido. 
(613) Art. 45 de la ley, 7.° del Texto Refundido. 
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pesetas para los casos de muerte o gran invalidez y cantidades meno­
res para los daños corporales de otra índole (614). No se ha fijado 
cuantía alguna para los daños a las cosas (615) que quedan, de mo­
mento, excluidos de la cobertura del Seguro Obligatorio. Hay, por 
tanto, extensas parcelas de la responsabilidad civil derivada de acci­
dente de automóvil que están fuera del ámbito del Seguro Obliga­
torio: los daños corporales en la parte en que su evaluación exceda 
de la cuantía máxima fijada, los daños morales, los daños a las cosas y 
los lucros cesantes no comprendidos en la pensión que el Juez puede 
fijar (616). 

Cabe preguntarse si en las responsabilidades no cubiertas por el 
Seguro Obligatorio juega el principio general objetivo del artículo 39 
de la Ley y responderá el conductor con su propio patrimonio aunque 
haya actuado sin culpa. Si bien la cuestión suscitó dudas (617), la res­
puesta es hoy negativa: el artículo 1.", 2, del Decreto de 6 de mayo 
de 1965 dispone que «La responsabilidad civil derivada de la circu­
lación de vehículos de motor por daños a las cosas o por daños cor­
porales, en cuanto estos últimos no estén comprendidos en el ámbito 
de cobertura del Seguro Obligatorio, se regirán por las disposiciones 
de la legislación común civil y penal, imputándose a las indemniza­
ciones que se señalen las que fueren satisfechas en razón del Seguro 
Obligatorio». Tanto la legislación civil como la penal exigen la culpa­
bilidad del agente como elemento imprescindible para la declaración de 
responsabilidad. Esta es, sin duda, la más importante atenuación, 
en esta materia, al principio de responsabilidad objetiva o «sin culpa». 

Esta somera introducción sobre la responsabilidad civil por acci­
dentes de automóvil sirve para sentar las bases sobre las que, de 
acuerdo con la legislación, ha de descansar la solución a las cuestio­
nes que plantea el accidente de circulación en que el conductor del 
vehículo alquilado cause daño a terceros. 

(614) Reglamento del Seguro Obligatorio, de 19 de noviembre de 1964, art. 23-1. 
Sobre los problemas que suscita la evaluación del daño a las personas, véase 
Batlle, «La evaluación del daño en las personas», en Estudios varios (Centenario 
de la Ley del Notariado), págs. 469 a 553. 

(615) Aunque el art. 24 del Reglamento del Seguro Obligatorio los regula, que­
dan en suspenso en virtud del Decreto de 6 de mayo de 1965, art. l.°-l. 

(616) Con una cuantía máxima de 200 pesetas (Reglamento del Seguro Obliga­
torio de 19 de noviembre de 1964, art. 23-1, apartado b). 

(617) Así, Hernández Gil se inclinó, con razonamientos respetables en aquel 
momento, por la opinión de que la responsabilidad objetiva se extendía más allá 
de los límites cubiertos por el Seguro Obligatorio («La responsabilidad civil en 
la Ley de 23 de diciembre de 1962», Pretor, 1964, págs. 87 a 95, en especial pág. 92). 
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c) La responsabilidad civil por daños causados por la circulación de 
un vehículo alquilado 

159. Aplicando la normativa especial sobre accidentes de circula­
ción al alquiler de automóviles se hace preciso distinguir a efectos de 
reparación entre daños cubiertos por el Seguro Obligatorio y daños no 
cubiertos. Mientras que la responsabilidad por los primeros discurrirá 
por vías objetivas o de responsabilidad sin culpa, la reparación de los 
segundos habrá de producirse por los cauces subjetivos de la legisla­
ción común, y se basará en la culpabilidad del agente. 

a') Daños causados por la circulación del vehículo arrendado que 
queden dentro de la cobertura del Seguro Obligatorio 

160. El vehículo alquilado, como cualquier otro, ha de estar cu­
bierto por el Seguro Obligatorio, pues ha de ser suscrito por el pro­
pietario (618) o por cualquier persona que tenga interés en el asegura­
miento (619). La falta de este seguro no incidirá sobre la responsabi­
lidad civil, pues responderá el Fondo de Garantía (620); tan sólo aca­
rreará sanciones pecuniarias al propietario y el depósito del vehícu­
lo (621). 

Puesto que todo automóvil alquilado ha de tener su Seguro Obli­
gatorio, no se suscita cuestión especial alguna sobre la responsabilidad 
civil siempre que el daño causado esté dentro de los límites de cober­
tura del mismo. Será indiferente que el vehículo sea conducido por el 
propietario o por otra persona, por ejemplo, un arrendatario, ya que 
el Seguro Obligatorio cubre a cualquier conductor (622). Los terceros 
dañados tienen acción directa contra el asegurador (623) que habrá de 
indemnizarlos, quedándole el derecho a repetir contra el tercero cau­
sante de los daños y perjuicios, contra el asegurado por causas deri-

(618) Considerándose tal a estos efectos la persona natural o jurídica a cuyo 
nombre figure el vehículo en la Jefatura Central de Tráfico (art. 40 de la Ley, 2.° del 
Texto Refundido). 

(619) Reglamento del Seguro Obligatorio, art. 3-1. A tenor de este precepto 
podría hacerlo, por ejemplo, el arrendador no propietario. 

(620) Art. 45 de la Ley, 7.° del Texto Refundido. 
(621) Reglamento del Seguro Obligatorio, art. 4-1. El depósito del vehículo 

supondrá para el arrendatario una perturbación jurídica del goce pacífico de la 
cual deberá responder el arrendador; véase § 115. 

(622) Reglamento del Seguro Obligatorio, art. 20. Así lo confirma la senten­
cia de la Sala 2.° del T. S. de 24 de junio de 1970, que desestima el recurso de la 
entidad aseguradora, condenada al pago de las indemnizaciones derivadas de deli­
to cometido por un arrendatario. 

(623) Art. 42 de la Ley, 4.° del Texto Refundido, y art. 31 del Reglamento del 
Seguro Obligatorio. 
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vadas del contrato de seguro o en cualquier otro supuesto en que tam­
bién proceda la repetición con arreglo a las leyes (624). Entre los casos 
de repetición que se establecen tienen singular interés los del artícu­
lo 30 del Reglamento del Seguro Obligatorio, según el cual podría el 
asegurador repetir contra el arrendatario conductor que causó los 
daños cometiendo los delitos de conducción sin permiso válido, bajo 
la influencia de bebidas alcohólicas o drogas, o de omisión del deber 
de socorro. 

b') Daños causados por la circulación del vehículo arrendado que 
estén excluidos de la cobertura del Seguro Obligatorio. 

161. La cuestión es más complicada cuando los daños causados 
por la circulación de vehículo alquilado queden fuera del ámbito de 
cobertura del Seguro Obligatorio; bien porque sean daños excluidos 
«per se», como los causados dolosamente (625), el lucro cesante (626), 
el daño moral (627); bien porque, de momento, estén excluidos del 
seguro, como los daños en las cosas (628); bien porque, estando in­
cluidos, su evaluación exceda de los límites máximos fijados (629). 

Para estos daños habrá que atenerse a la legislación común civil 
o penal a la hora de determinar la responsabilidad (630). Se seguirá, 
por tanto, el sistema subjetivo o espiritualista basado en la culpa, y 
tendrá interés la determinación de la persona culpable del accidente, 
porque los dañados habrán de dirigirse contra él exigiéndole la corres­
pondiente indemnización. 

Si se basa la responsabilidad civil en la culpabilidad, de acuerdo 
con los postulados tradicionales del sistema subjetivo, pueden resultar 
condenadas diferentes personas. Como no se impone «ope legis», el 
deber de reparar al conductor a través del seguro, puede el juzgador 
declarar responsable tanto al conductor como a la víctima o a un ter­
cero (631). 

(624) Art. 44 de la Ley, 6." del Texto Refundido. 
(625) Reglamento del Seguro Obligatorio, art . 21-2. 
(626) Véase § 158. 
(627) Implícitamente resultan excluidos, ya que la Ley y el Reglamento sólo 

se refieren a daños corporales. 
(628) Véase § 158. 
(629) Véase § 158. 
(630) Art. l.<'-2 del citado Decreto de 6 de mayo de 1965. 
(631) Así, por ejemplo, al arrendador o al propietario que han cedido el vehícu­

lo en mal estado, al fabricante, al mecánico que lo ha reparado, a la Administra­
ción por deficiente señalización o mal estado de la vía, a un peatón o a otro con­
ductor que han provocado el accidente con su actitud imprudente, a quien ha 
dejado obstáculos en la vía, etc. 
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Puede resultar directamente condenado el arrendador cuando el 
accidente sea debido a vicios en el vehículo que él conocía o debía 
conocer (632), en algunos casos, esta conducta integrará una tipifica­
ción penal, y el que a despecho de las más elementales medidas de 
precaución dio en alquiler un automóvil defectuoso, cuya conducción 
entraña grave peligro, será responsable criminalmente y, por conse­
cuencia, civilmente. Esta es una última y extrema consecuencia de su 
responsabilidad por vicios (633). 

Sin embargo, lo más frecuente será que se condene como culpable 
al conductor del vehículo alquilado. En tal caso hay que distinguir 
entre alquiler con y sin conductor, para precisar la atribución de la 
responsabilidad civil. 

a") Arrendamiento con conductor. 

162. Ya quedó sentado que en el alquiler de vehículos con con­
ductor queda éste bajo la dirección del arrendatario, lo cual no im­
plica relación de dependencia laboral, sino una prestación en beneficio 
de un cliente de su patrono, que es el arrendador (634). 

Como consecuencia de esta situación, si resulta condenado el con­
ductor del vehículo arrendado por delito o falta cometidos con oca­
sión de la circulación del mismo, cargará él directamente con la res­
ponsabilidad civil derivada del hecho (Código penal, artículo 19) y sub­
sidiariamente el arrendador como empresario (ídem, artículo 22) (635). 
Si la condena es meramente civil por culpa extracontractual (C. c , ar­
tículo 1.902), será responsable directamente el arrendador (C. c , artícu­
lo 1.903, párrafo 4.°), a menos que pruebe que empleó toda la dili-

(632) Véase §§ 122 a 124. Cuestión de gran interés en la doctrina francesa, don­
de se distingue entre «garde de structure» (que corresponde al propietario) y «gar-
de du comportament» (que corresponde a quien utiliza la cosa); véase Mazeaud 
y Tune, ob. cit., t. II, págs. 138 a 143, n.° 1.160-3. Culioli («La location d'automobi-
les», en L'automobile en Droit privé, págs. 157 a 164, n.°' 16 a 18) se muestra par­
tidario de considerar al arrendatario de un vehículo responsable incluso por vi­
cios de la cosa («guardián» de estructura y de comportamiento), aunque con de­
recho a repetir del propietario cuando el daño se deba a vicio. 

(633) Dejando aparte la hipótesis de delito doloso cometido facilitando a la 
víctima un automóvil defectuoso, la conducta del arrendador de automóviles que 
negligentemente alquila un vehículo con vicios que ocasionan el accidente puede 
llegar a integrar el tipo delictivo de imprudencia punible, del art. 565 del C. pe­
nal en cualquiera de sus modalidades. 

(634) Véase § 26. 
(635) Así lo explica la sentencia de la Sala 2." del T. S. de 30 de mayo de 1968, 

que, en un caso de arrendamiento de tractor con conductor, absuelve como res­
ponsable civil subsidiaria a la empresa arrendataria; en el mismo sentido se ma­
nifiesta la sentencia de 4 de octubre de 1965. 
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gencia de un buen padre de familia para prevenir el daño (C. c , ar­
tículo 1.903, párrafo 7.°), con derecho a repetir del conductor (636). 

La solución expuesta es unánimemente admitida (637), y se mani­
fiesta, en términos generales, en la jurisprudencia (638). Sin embargo, 
no hay que rechazar la posibilidad, singularmente en arrendamientos 
con conductor de larga duración, de que éste pase totalmente a estar 
bajo la dependencia del arrendatario, incluso laboralmente, recibiendo 
exclusivamente sus órdenes. En estos supuestos excepcionales, que­
brará la doble dependencia del conductor respecto a arrendador y 
arrendatario, para pasar exclusivamente a la del segundo, que se habrá 
convertido en responsable civil subsidiario de los daños cometidos por 
el subordinado si entran en la esfera de lo delictivo, y responsable di­
recto, con facultad de repetición, si integran un ilícito civil (639). 

b") Arrendamiento sin conductor. 

163. La responsabilidad civil por daños no incluidos en el Seguro 
Obligatorio, causados por la circulación del automóvil alquilado sin 
conductor, presenta cierta complejidad en su solución. Si bien parece 
que, en base a la naturaleza de la relación contractual, se debe afirmar 
la no responsabilidad subsidiaria del arrendador, la reciente doctrina 
del Tribunal Supremo no lo estima así. Por ello se expone, en primer 
lugar, la posición adoptada en este trabajo, pasando después a expli­
car la solución contraria patrocinada por la más reciente jurispru­
dencia y terminando con la crítica de esta doctrina. 

a'") Posición adoptada. 

164. En el arrendamiento sin conductor, el vehículo queda bajo la 
completa dirección del arrendatario a quien se transfiere; éste es lo que 
se llama en la terminología jurídica francesa «guardián del comporta­
miento», quedando el arrendador como «guardián de la estructura». 
Ello si,gnifica que el arrendador sólo será responsable en la medida en 

(636) C e , art. 1.904. 
(637) En la doctrina francesa, Beraud, Contrats relatifs a l'automobite, pá­

gina 80, n.° 77; Culioli, «La location d'automobiles», en L'automobile en Droit 
privé, pág. 167, n.° 21; Juris Classeur Civil, art; 1.384, I." parte, l.er cuaderno, d), 
«locataire», n." 93 a 99. En nuestra Patria, Soto Nieto, ob. cit., pág. 538. 

(638) Sentencias de la Sala 2." de 27 de noviembre de 1967 (véase nota de 
Santos Briz en RDC, 1968, pág. 254), 5 de febrero de 1968, 30 de mayo de 1968. 

(639) Esta posibilidad la admite como excepcional algún autor como B& 
raud, ob. y lugar citados, y las sentencias de la Sala 2." de 31 de mayo de 1968 
y 4 de octubre de 1965. 
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que el daño causado se deba a un vicio o defecto del vehículo alqui­
lado que él conocía o debía conocer, mientras que el ar rendatar io que­
da como entero responsable de los daños que ocasione dolosa o negli­
gentemente al utilizar el vehículo. 

Al no estar el arrendatar io en situación de dependencia o subordi­
nación respecto al arrendador , no hay, en términos generales, respon­
sabilidad subsidiaria para el segundo; el ar rendatar io es el unco res-
poinsable cuando conducía el vehículo por sí mismo; si lo hizo condu­
cir por un empleado suyo, será responsable subsidiario (C. penal, ar­
tículo 22) o directo con derecho a repet ir ( C e , art ículo 1.903), según 
sea la condena penal o civil. 

Se justifica esta ausencia de responsabilidad del a r rendador para 
los daños no incluidos en el ámbito del Seguro Obligatorio, por la alu­
dida falta de dependencia y porque el vehículo escapa a todo posible 
control o vigilancia por par te de quien lo cede en arr iendo. Si la res­
ponsabilidad civil, en estos casos, se apar ta de los postulados objetivos 
de la Ley de Uso y Circulación de Vehículos de Motor y queda apegada 
al sistema subjetivo de la legislación común, es obvio que ha de ba­
sarse en la culpabilidad del responsable y normalmente no cabe apre­
ciarla en quien se limita a ceder en alquiler un vehículo. 

Sin embargo, en base a los mismos principios subjetivos o espiri­
tualistas que deben regir la reparación, se podría est imar, excepcio-
.nalmente, la culpabilidad en el a r rendador que cedió el uso del ve­
hículo a sabiendas de que el ar rendatar io carecía de idoneidad para 
conducirlo, por no tener permiso, por ser persona físicamente incapaz 
para la conducción (640), o que, por su conducta habi tualmente desor­
denada, crea un riesgo anormal en las vías de circulación (641). 

En resumen, sólo será el a r rendador responsable de los daños cau­
sados por la circulación del vehículo alquilado sin chófer, cuando pudo 
o debió prever el evento dañoso, por la falta de apt i tud del vehículo o 
del conductor, y no lo evitó; en suma, cuando es culpable. 

(640) Personas que, aun poseyendo el permiso de conducción, han sufrido 
con posterioridad a su obtención alguna lesión orgánica o enfermedad que haya 
disminuido su fuerza, reflejos, agudeza visual o auditiva, etc. Igualmente cuando 
se conozca la existencia de una enfermedad mental. 

(641) Como sucede con los alcohólicos y toxicómanos habituales o con las 
personas que suelen conducir con manifiesta temeridad. Algo de esto parece se­
ñalar la sentencia de la Sala 2° de 19 de mayo de 1971, aunque con excesiva am­
plitud: «...porque la cesión del uso a otro ya supone un reconocimiento implí­
cito de su idoneidad para el uso». 
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h'") Doctrina reciente del Tribunal Supremo. 

165. La tesis expuesta es la que admite la doctrina extranjera (642) 
y venía siendo acogida en España por una constante jurispruden­
cia (643). Pero, a partir de la sentencia de 13 de mayo de 1967, ha 
iniciado la Sala 2." del Tribunal Supremo una doctrina totalmente 
contraria que, con base en el artículo 22 del Código penal, considera al 
arrendador como responsable civil subsidiario por los delitos o faltas 
cometidos por el arrendatario en la utilización del automóvil alquilado. 

La citada sentencia afirma en el Considerando 8.° «Que el motivo 
tercero de este recurso... denunciando la indebida aplicación del citado 
artículo 22 ha de ser acogido en base a las razones siguientes: 1.°) Por­
que en la actual vigencia, objetivada la responsabilidad, el Reglamento 
del Seguro Obligatorio de Automóviles, y la Ordenanza del Ministerio 
de Hacienda de 13 de mayo de 1965 aprobando las tarifas del Seguro 
Obligatorio de automóviles, vienen a zanjar las anteriores discusiones 
imponiendo que los alquiladores de coches de turismo, con o sin chófer, 
vengan obligados a concertar el Seguro Obligatorio, del que serán be­
neficiarios los damnificados con motivo y ocasión de circular el vehícu­
lo asegurado; 2.°) Que si detenidamente se examina el artículo 22 del 
vigente Código penal, regulador de la responsabilidad civil subsidiaria 
del que la jurisprudencia de esta sala ha dicho en la sentencia de 21 de 
octubre de 1960 que la enumeración de personas que el precepto indica 
no es exhaustiva; siendo ello notoriamente acertado si se piensa en el 
fundamento teleológico de esta responsabilidad subsidiaria, que fue 
un atisbo de la responsabilidad objetiva, ahora establecida para los 
delitos de circulación, ya que pecuniariamente se responsabiliza sin 
culpa, aunque en conexión con la subjetiva penal y civil de primer 
grado del acusado, siendo indudable motivación de esta responsabili­
dad sin culpa plasmada en este artículo 22, el beneficio económico 
que se estuviera reportando al propietario o industrial en el momento 
de la comisión del delito; 3.̂ ) Que, por consiguiente, 5/ cuando se con­
duce el vehículo se está reportando una utilidad y beneficio, ya sea de 
índole familiar o económica, al propietario del vehículo, es razona­
ble y lógico que responda patrimonialmente de las consecuencias del 
delito. Y éste sería el caso si en la sentencia se afirmase que el con­
ductor del Seat lo hacía en régimen de alquiler sin chófer, pues de tal 

(642) Beraud, ob. cit., pág. 79, n.° 77; Culioli, ob. cit., págs. 157 y ss., n.°' 16 y ss.; 
Juris Classeur Civil, lugar citado. 

(643) Sentencias de 24 de noviembre de 1952, 14 de enero de 1963, 4 de marzo 
de 1964, 15 de octubre de 1966. 
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relación nacía un beneficio para el propietario y una cierta dependen­
cia para el usuario del vehículo, que tenía que cumplir determinados 
deberes para el alquilador cedente...» (el subrayado es nuestro) (644). 

Sobre la base de esta sentencia han aparecido otras varias que in­
sisten en los mismos argumentos: carácter objetivo de la responsabi­
lidad por accidentes de automóvil en el Ordenamiento español, com­
pensación del beneficio obtenido por el arrendador con la carga que 
supone la responsabilidad subsidiaria, y «cierta dependencia del arren­
datario respecto del arrendador» (645). 

c'") Crítica. 

166. El Tribunal Supremo ha estado, sin duda, influido por el no­
ble deseo de proteger a las víctimas de los accidentes y ha «objetivado» 
para ello la responsabilidad civil subsidiaria. Sin duda ha querido apli­
car los principios de la Ley de Uso y Circulación de Vehículos de Mo­
tor, pero ha ido más allá de los límites que marcan los medios arbi­
trados por la propia Ley para cumplir sus fines. 

La Ley de 1962 instauró un sistema de responsabilidad objetiva ate­
nuada, pero para ello dispuso la creación de un «patrimonio respon­
sable» (646) a través del Seguro Obligatorio y el Fondo de Garantía. 
El deseo del legislador debió ser que este patrimonio cubriera todos 
los daños que se derivasen de la circulación de automóviles, pero, de 
momento, no fue posible; por ello fijó unas cuantías máximas a ciertas 
indemnizaciones, dejando otras totalmente fuera de la cobertura del 
seguro. Pero el legislador no ha querido en ningún caso derivar la res-

(644) Fue ponente de esta sentencia D. Jesús Sáez Jiménez. Parece aceptar la 
doctrina mantenida en esta resolución Santos Briz, La responsabilidad civil, pá­
gina 363. 

(645) Sentencias de la Sala 2." del T. S. de 27 de diciembre de 1967, 11 de mar­
zo de 1968 (que añade el argumento de que el arrendador había suscrito una pó­
liza de seguro para el vehículo, «póliza innecesaria si se consideraba exento de 
responsabilidad civil subsidiaria»), 17 de octubre de 1968 (que extiende la res­
ponsabilidad civil subsidiaria a todo el que cede un vehículo a título oneroso), 
24 de abril de 1970, 7 de octubre de 1970, 19 de mayo de 1971 (que añade el 
argumento de que la cesión del uso a otro ya. supone un reconocimiento implí­
cito de su idoneidad para el manejo; como si la sentencia quisiera buscar ade­
más del criterio rigurosamente objetivo una cierta presunción de «culpa in eli-
gendo»), 14 de diciembre de 1973, 25 de enero de 1974. En la sentencia de 4 de 
octubre de 1975 parece volver el alto Tribunal a la posición que estimamos co­
rrecta, pues ante el caso de un arrendatario de un camión sin conductor que, a 
su vez, lo subarrendó con conductor a una empresa, declara la responsabilidad 
civil subsidiaria, en base al art. 22 del C. penal, del subarrendador, pero no la 
del propietario arrendador, que lo «tenía arrendado como mera cosa». Sin em­
bargo, la sentencia de 23 de febrero de 1976 extiende la responsabilidad objetiva 
a un caso de cesión gratuita (comodato). 

(646) Así lo llama Soto Nieto, ob. cit., págs. 34 y ss. 
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ponsabilidad sin culpa sobre el patrimonio individual, y por ello la 
objetivación sólo ha alcanzado hasta donde ha llegado la cobertura 
del seguro; más allá se ha dejado subsistir el tradicional sistema subje-
tivista de la legislación civil y penal (647). Con la doctrina jurispru­
dencial mantenida en estas sentencias ha creado el Tribunal Supremo 
una responsabilidad objetiva mucho más dura que la prevista por la 
Ley de 1962, ya que recae, en caso de insolvencia del arrendatario, so­
bre el patrimonio del arrendador todo el montante de las indemniza­
ciones que excedan de los límites establecidos por el Seguro Obliga­
torio. 

167. Con todo el respeto que merece la doctrina del más alto ór­
gano judicial de la Nación, hay que disentir de tal orientación, porqi^? 
parece que no se acomoda al Derecho vigente, como muestra el análi­
sis de cada uno de los argumentos en que se apoya. 

En primer lugar, parten estas sentencias de la idea de que en ma­
teria de accidentes de automóvil la responsabilidad civil está obje­
tivada. Ello es cierto sólo en parte; la Ley de 1962 consagra un sistema 
de responsabilidad objetiva atenuada y constreñida a unos límites bas­
tante estrechos (648). No cabe, por tanto, extender esta idea a las hipó­
tesis de daños no cubiertos por el Seguro Obligatorio, pues, en tal caso, 
la suspensión de la aplicación de la Ley a ciertos daños, hecha por 
Decreto-Ley de 22 de enero de 1965 no sería efectiva (649), ni lo sería la 
remisión del artículo 1.°, 2, del Decreto de 6 de mayo de 1965 a la legis­
lación común civil y penal en cuanto a los daños no incluidos en el 
Seguro Obligatorio. 

168. El segundo de los argumentos esgrimidos por estas decisio­
nes jurisprudenciales es que el arrendamiento de automóviles produce 
un beneficio al arrendador y que lógicamente debe cargar con los per­
juicios patrimoniales que de esta actividad se deriven. 

Se aplica, por tanto, en estas sentencias el principio característico 
de la responsabilidad objetiva que se suele formular con el aforismo 
«ubi commodum, ibi incommodum», entendiendo que quien crea un 
riesgo a terceros obteniendo de esta actividad un lucro, debe respon­
der ante estos terceros cuando el riesgo se actualice en el evento 
dañoso. Pero hay que pensar que el arrendador de vehículos ya ha 
afrontado el riesgo, como cualquier propietario de automóvil, con la 
suscripción de la póliza del Seguro Obligatorio; la cuestión estriba en 

(647) Art. l.°-2 del Decreto de 6 de mayo de 1965. 
(648) Santos Briz (nota a la sentencia de 13 de mayo de 1967, RDC, 1967, pá­

gina 485). 
(649) Soto Nieto, Derecho vivo, pág. 125. 
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determinar si un arrendador de vehículos debe responder por el riesgo 
que crea, en una medida mayor que los demás propietarios; para que 
así fuera sería preciso que se tratase de riesgos anormales y extraor­
dinarios, mientras que el riesgo creado por un arrendamiento de auto­
móvil es prácticamente el mismo que si el vehículo lo usara el propie­
tario u otra persona a título gratuito. 

Para dar entrada al principio objetivo beneficio-responsabilidad, hace 
falta que lo acoja la Ley, bien en términos generales, bien con refe­
rencia a casos concretos; si se admite en este caso sin base legal explí­
cita, habría de admitirse también en todos los supuestos en que hay 
lucro a cambio de la creación de un hipotético riesgo. Ligar automáti­
camente las ideas de beneficio y responsabilidad podría llevar al ab­
surdo de considerar responsable civil subsidiario a todo aquel que 
obtiene un beneficio de una actividad ajena, por ejemplo, al cargador 
por los daños que el transportista cause a terceros con ocasión del 
transporte, o a quien encarga a otro la realización de una obra de cual­
quier tipo por los daños que el artífice cause a terceros en la realiza­
ción de la misma. 

169. Finalmente, se busca apoyo en el pretendido espíritu del ar­
tículo 22 del C. penal para establecer la responsabilidad subsidiaria del 
arrendador. Dicho precepto dispone: «La responsabilidad subsidiaria 
que se establece en el artículo anterior será también extensiva a los 
amos, maestros, personas, entidades, organismos y empresas dedica­
das a cualquier género de industria, por los delitos o faltas en que hu­
biesen incurrido sus criados, discípulos, oficiales, aprendices, emplea­
dos o dependientes en el desempeño de sus obligaciones o servicio». 

Tanto el artículo 22 del C. penal como el párrafo 4.° del L903 del 
C. c. responde a la misma idea directriz: derivar la responsabilidad por 
el hecho dañoso cometido por el dependiente sobre la persona que lo ha 
colocado en el ejercicio de la actividad en cuyo desempeño se ha pro­
ducido el evento. La fuente de este sistema hay que buscarla en el De­
recho Romano, donde se hacía al padre o al dueño responsable por los 
hechos cometidos por los hijos o los esclavos (acciones noxales) (650), 
lo que se extendió a aquellas personas que habían sido colocadas por 
el dueño de un negocio al frente del mismo («praepositio») (651). 

Ambos preceptos derivan la responsabilidad del dependiente hacia 
el principal, pero manteniendo la del agente, aunque con caracteres 
un tanto diferentes: el artículo 22 del C. penal establece como subsi­
diaria la responsabilidad de las personas que enumera, el artículo 1.904 

(650) D. 9, 4 («De noxalibus actionibus») y C. 3, 41. 
(651) D. 14, 1 («De institoria actione») y D. 14, 3 («De exercitoria actione»). 
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del C. c , en cambio, permite al principal que ha pagado, como primer 
responsable, por el dependiente, repetir de éste. 

Pero la diferencia que más perplejidad produce, al poner en rela­
ción estos preceptos, es que mientras la responsabilidad de las perso­
nas mencionadas en el artículo 1.903 del C e . cesa cuando prueben que 
emplearon toda la diligencia de un buen padre de familia en prevenir el 
daño, el C. penal no contiene causa alguna de exoneración de respon­
sabilidad para las personas responsables subsidiariamente a tenor de 
su artículo 22. Esto es, mientras el C. c. consagra una presunción de 
culpabilidad «iuris tantum», la del C. penal, que, al parecer, habría de 
ser más espiritualista, es «iuris et de iure». 

Estas diferencias producen vacilaciones en torno a la naturaleza 
jurídica de la responsabilidad civil subsidiaria derivada de delito o 
falta; mientras unos autores hablan de presunción «iuris et de iure» de 
«culpa in eligendo» o «culpa in vigilando» (652) que produce los mis­
mos efectos que una responsabilidad sin culpa, otros, en cambio, creen 
que se trata de una verdadera responsabilidad objetiva (653), o, al me­
nos, «que fue un atisbo de responsabilidad objetiva» (654). 

Parece aventurado pensar que el artículo 22 del C. penal consagra 
una verdadera responsabilidad objetiva, si se tienen en cuenta los prin­
cipios imperantes en la época en que se estableció, aunque es forzoso 
reconocer que su redacción constituye un sólido apoyo para las tesis 
objetivistas hoy en boga. 

Por su parte, la jurisprudencia tampoco parece querer consagrar 
en la interpretación de este precepto un sistema de responsabilidad 
totalmente objetiva que se proyecte de manera fatal e inexorable sobre 
las personas mencionadas; su criterio en este punto es vacilante (655). 

Lo que sí aparece, en cambio, de modo patente, tanto en el párra­
fo 4.° del artículo 1.903 del C. c. como en el 22 del C. penal, es la relación 
de dependencia que ha de ligar al agente con la persona que ha de res­
ponder por él. Este requisito es esencial (656) y hunde sus raíces en la 
más rancia tradición romana. La situación de dependencia aparece de 
modo muy patente en el arrendamiento de servicios o contrato de tra­
bajo, pero se da en todos aquellos que se obligan por cualquier título a 

(652) Gómez Calero, «La responsabilidad civil derivada del acto lícito penal», 
RGD, t. XVI, 1960, pág. 780; Quintano Ripollés, Comentarios al Código penal, pá­
gina 301, apoyándose en los civilistas franceses y en Pacheco. 

(653) Santos Briz, La responsabilidad civil, pág. 363. 
(654) Como declara la citada sentencia de 13 de mayo de 1967. 
(655) Santos Briz, ob. cit., pág. 364. 
(656) Quintano Ripollés, ob. cit., pág. 301, recogiendo las sentencias de 16 de 

octubre de 1958, 7 de mayo de 1955, 10 de julio de 1963 y 19, de enero de 1959. 
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realizar una prestación bajo las órdenes o la dirección de otra (657). 
Cuando la jurisprudencia ha admitido alguna vez la responsabilidad 
civil subsidiaria entre personas que contractualmente ocupan un plano 
de igualdad, lo ha hecho en base a que en la ejecución de la conven­
ción una de ellas se sometía a las instrucciones de la otra (658). 

Esta situación de dependencia no se da en el arrendamiento de co­
sas, y sobre todo en el de vehículos sin chófer, pues en el curso de su 
ejecución no existe en absoluto poder de dirección por parte del arren­
dador, antes al contrario, es el arrendatario quien con la transferencia 
posesoria recibe la dirección del vehículo en cuanto a su aprovecha­
miento. 

Para obviar este inconveniente, la sala 2.̂  del Tribunal Supremo ha­
bla de «una cierta dependencia», refiriéndose con esta expresión, un 
tanto ambigua, a ciertos deberes que el arrendatario tiene para el arren­
dador. Estos deberes son los propios del contrato de arrendamiento, 
en cuanto impone obligaciones a ambas partes. Si se generaliza este 
criterio, también se hallará «dependencia» en el comodatario, en el 
comprador, en el arrendatario de inmuebles, etc. 

170. La doctrina de estas sentencias establece para la responsabi­
lidad civil derivada de delito o falta cometidos con automóvil alquila­
do un régimen distinto del general, sin que aparezca clara la razón de 
esta diferencia. Se reviste de mayores garantías la responsabilidad de­
rivada de accidente de automóvil cuando éste es alquilado que cuando 
es conducido por su propietario o por otra persona a título gratuito. 
Las víctimas de accidente causado con vehículo no arrendado pueden 
dirigirse, en lo no cubierto por el Seguro Obligatorio, contra el patri­
monio del conductor (659); en cambio, las víctimas de un accidente 
ocasionado con vehículo alquilado tienen, en el mismo caso, dos patri­
monios contra los cuales dirigirse: el del conductor (arrendatario) y, 
en lo no cubierto por éste, el del arrendador. 

No significan estas reflexiones que deba rechazarse la responsabili­
dad objetiva como sistema, sino que ésta debe llegar sólo por mandato 
expreso de la Ley (660). Parece que estimar la responsabilidad subsi­
diaria del arrendador por el artículo 22 del C. penal fuerza excesiva­
mente el sentido del precepto, en un caso, como el alquiler de automó-

(657) Como sucede en el mandato, sentencia de 21 de octubre de 1960. 
(658) Sentencia de la Sala 2." del T. S. de 18 de mayo de 1964. 
(659) O contra el asegurador de la responsabilidad civil del conductor, en caso 

de que éste haya suscrito una póliza voluntaria que cubra esta responsabilidad. 
(660) Como lo ha hecho el C. c. italiano de 1942, art. 2.054, párrafo 3.° 
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viles sin conductor, en que la actuación del arrendatario escapa a toda 
posible vigilancia del arrendador (661). 

Esta doctrina resulta perturbadora económicamente para la activi­
dad organizada de alquiler de automóviles, pues forzará a los arren­
dadores a concertar unas pólizas de seguro voluntario de responsa­
bilidad civil con cobertura muy amplia o ilimitada, que encarecerá con­
siderablemente los alquileres. 

Pero las consecuencias de esta doctrina pueden ser más peligrosas 
en los arrendamientos no habituales; piénsese, por ejemplo, en la des­
agradable sorpresa de quien ha arrendado una explotación industrial o 
mercantil en la que hay un automóvil y se encuentra demandado como 
responsable civil subsidiario por hechos del arrendatario o sus em­
pleados. 

C) EXTINCIÓN DEL ARRENDAMIENTO DE AUTOMÓVILES 

171. No presenta este contrato importantes especialidades en or­
den a su terminación; se extingue por las causas generales por las que 
termina cualquier arrendamiento no sometido a la legislación especial. 

Por otra parte, los problemas que pueden darse en la aplicación 
concreta de alguna de las causas de extinción han sido ya tratados en 
otros lugares de esta obra, lo que dispensa de hacer ahora un estudio 
pormenorizado de ellos. 

La primera de las causas que extinguen el arrendamiento de auto­
móviles es el cumplimiento del término pactado, elemento natural del 
arrendamiento, y que, normalmente, sirve para la fijación del pre­
cio (662). Sólo habrá que tener en cuenta la posibilidad de tácita re­
conducción en los términos ya descritos, y salvo que se haya pactado 
en contrario (663). 

La pérdida del automóvil, su extravío, robo o destrucción, llevan 
consigo la extinción del contrato por falta de objeto, además de la res­
ponsabilidad del arrendatario cuando corresponda (664). 

No teniendo este contrato efectos reales ni posibilidad de inscrip­
ción, se resolverá por haberse extinguido el derecho del arrendador 
sobre la cosa arrendada. Entre otros casos, se extinguirá en los su-

(661) Comentando estas sentencias, afirma Soto Nieto (ob. cit., pág. 538): 
«nuestro parecer disiente de esta resolución, fuera de los límites de cobertura del 
Seguro Obligatorio». 

(662) Véase § 92. 
(663) Véase § 94. 
(664) Véase §§ 136 y 137. 



El arrendamiento de automóviles 465 

puestos de venta del vehículo arrendado (665), evicción del arrendata­
rio (666) y en todos los supuestos de arrendador no propietario, cuan­
do se extinga el título por virtud del cual tiene la cosa en administra­
ción (667). 

No plantea ninguna cuestión el mutuo disenso, puesto que las par­
tes han creado con su libre voluntad la situación arrendaticia y pueden 
de común acuerdo destruirla. Lo mismo sucede en el caso de confu­
sión en una misma persona de las cualidades de arrendador y arren­
datario. 

La muerte de una de las partes no es causa de extinción del con­
trato de arrendamiento, puesto que los derechos y obligaciones deri­
vados del mismo se transmiten a los causahabientes. Sólo en el caso de 
alquiler sin chófer será causa de extinción la muerte del arrendatario, 
si se pactó que habría de ser conducido exclusivamente por éste: la 
prestación se hará imposible. Lo mismo sucederá cuando, habiéndose 
pactado la conducción exclusivamente a cargo de una persona, ésta 
pierda la aptitud reglamentaria para conducir, por incapacidad física 
o por retirada del carnet (668). 

(665) Véase § 145. 
(666) Véase §§ 117 a 121. 
(667) Véase estos supuestos en §§ 75 y siguientes. 
(668) Es normal que en el arrendamiento sin conductor otorgado por empre­

sas organizadas se inserte una cláusula que obliga al arrendatario a conducir el 
vehículo por sí mismo sin permitir que lo haga otra persona. 
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